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CONCEPTO

El Diccionario de la Real Academia Española señala que el honor es la cualidad moral que nos lleva al 

cumplimiento de nuestros deberes respecto del prójimo y de nosotros mismos; gloria buena reputación 

que sigue a la virtud, al mérito o a las acciones heroicas, la cual trasciende a las familias, personas y 

acciones mismas del que se las granjea. La buena reputación, la cual consiste en la opinión que las gentes 

tienen de una persona y que, denominador común de todos los ataques e intromisiones ilegítimas en el 

ámbito de protección de este derecho, es el desmerecimiento en la consideración ajena.

El derecho al honor es un derecho a la no afectación de la propiedad o bien jurídico honor.1

El honor se traduce como el valor de la persona en el ámbito de la interactuación comunicativa de la 

sociedad.2

El honor es una parte de la dignidad de la persona, cuyo contenido aparece vinculado al efectivo cum­

plimiento de los deberes éticos.3

El honor es visto como la dignidad reconocida para toda persona, desde su nacimiento por el simple hecho 

de ser tal. Este concepto era asociado con la honra en otras épocas, donde a la persona se le exigía un 

1	 Mendoza Escalante, Mijail, "Conflictos entre derechos fundamentales. Expresión, información y honor", Editorial Pales­
tra, 2007.
2	 Ibidem.
3	 Berdugo Gómez de la Torre, I., "Revisión del contenido del bien jurídico honor", ADP, 1984.
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comportamiento intachable, tanto a él como a sus familiares, evitando así un atentado a la buena fama de 

aquel sujeto.4

El criterio objetivo, es también denominado factual, y está relacionado a la reputación de que se goza 

socialmente, con respecto a los hechos que han trascendido del actuar de cada individuo, así con fun­

damento en dicha reputación podrán formularse opiniones sobre su protagonista más o menos acertada, 

ya que no se requiere una perfecta correspondencia entre lo que verdaderamente se es y lo que otros creen 

que uno es, con lo que quedaría protegida la persona incluso en el caso de que aparentase ser mejor y 

se destruyese esa apariencia innecesariamente.5

El honor es la reputación, el buen nombre, la consideración social o fama de que goza una determinada 

persona ante los demás. Es la evaluación social de la misma a la luz de sus cualidades familiares, labo­

rales, personales y de su participación en la vida política, económica y cultural. El honor, es el nexo de 

nuestras vidas privada y pública.6

Cuando se alude al honor quiere significarse el juicio de valor que los demás individuos practican sobre las 

propias cualidades y sentimientos. Jurídicamente, el derecho al honor constituye el derecho que cada 

ser humano tiene al reconocimiento y respeto, ante él mismo y ante las demás personas, de su dignidad 

humana y de los méritos y cualidades que ha ido adquiriendo como fruto de su desarrollo personal y social.7

Honor, es la representación que de las diversas cualidades del individuo efectúa el mismo o los restantes 

miembros de la comunidad.8

El autor menciona que existe una sentencia del Alto Tribunal español, que en su sentencia 24-20-2000 

ha recordado que "el concepto del honor, procedente de la dogmática y partiendo del texto legal deriva del 

4	 Cabezuelo Arenas, Ana Laura, "Derecho a la intimidad", Valencia, Editorial Tirant Lo Blanch, 1998.
5	 Tobón, Franco Natalia, "Libertad de expresión y derecho de autor. Guía legal para periodistas", Bogotá, Colombia: Univer­
sidad del Rosario, Colegio mayor de Nuestra Señora del Rosario, Facultad de Jurisprudencia, 2009.
6 	 Bonilla Sánchez, Juan José, "Personas y derechos de la personalidad", Madrid, España, Reus, 2010.
7	 Herrán Ortiz, Ana Isabel, "La violación de la intimidad en la protección de datos personales", Editorial Dykinson, 1999.
8	 De Domingo Pérez, Tomás, estudio prel. de Antonio Luis Martínez-Pujalte, "¿Conflictos entre derechos fundamentales? 
Un análisis desde las relaciones entre los derechos a la libre expresión e información y los derechos al honor y la intimidad", 
Madrid, España: Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2001.
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propio concepto de la dignidad del ser humano: es la dignidad personal reflejada en la consideración de 

los demás y en el sentimiento de la propia persona; cuyo concepto comprende un aspecto interno, sub­

jetivo o dimensión individual, por uno mismo, y un aspecto externo, objetivo o dimensión y valoración 

social por los demás.9

Podemos definir el honor como el buen nombre, la reputación, la consideración social, el íntimo valor del 

hombre.10

Conceptuamos el honor como un derecho humano, que emana de la condición de la persona; derecho de 

libertad que se ejerce en el ámbito social y que expresa la dignidad entitativa y moral del hombre. El con­

cepto de honor se articula así desde un punto de vista normativo; el honor es un derecho que expresa el 

valor de cada hombre y prohíbe su desconocimiento y discriminación, haciendo abstracción de valores 

o elementos individuales o privativos de determinadas categorías de personas o que únicamente estu­

vieran presentes en algunas clases de individuos.11

El honor en términos positivos, cabe afirmar sencillamente que se trata de la estimación y el respeto que la 

persona se profese a sí misma y que le reconozca la comunidad en que se desenvuelve.12 

9	 Caballero Gea, José Alfredo, "Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y Familiar y a la Propia Imagen, Derecho de 
Rectificación, Calumnia e Injuria", Editorial Dykinson, España, 2007.
10	 De Cupis, A., "I diritti della personalità", en Trattato de diritto civile e commerciale diretto dacicu e Messineo, IV, Giuffrè. 
Milano, 1982.
11	 Bernal del Castillo, Jesús, "Honor, verdad e información", Universidad de Oviedo, 1994.
12	 Lasarte, Carlos, "Compendio de derecho de la persona y del patrimonio: trabajo social y relaciones laborales", Madrid, 
España, Editorial Dykinson, 2011.
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DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA.*

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es posible definir al honor como 

el concepto que la persona tiene de sí misma o que los demás se han formado de ella, en virtud de su 

proceder o de la expresión de su calidad ética y social. Todo individuo, al vivir en sociedad, tiene el derecho 

de ser respetado y considerado y, correlativamente, tiene la obligación de respetar a aquellos que lo 

rodean. En el campo jurídico esta necesidad se traduce en un derecho que involucra la facultad que tiene 

cada individuo de pedir que se le trate en forma decorosa y la obligación de los demás de responder a este 

tratamiento. Por lo general, existen dos formas de sentir y entender el honor: a) en el aspecto subjetivo 

o ético, el honor se basa en un sentimiento íntimo que se exterioriza por la afirmación que la persona hace 

de su propia dignidad; y b) en el aspecto objetivo, externo o social, como la estimación interpersonal que 

la persona tiene por sus cualidades morales y profesionales dentro de la comunidad. En el aspecto 

subjetivo, el honor es lesionado por todo aquello que lastima el sentimiento de la propia dignidad. En el 

aspecto objetivo, el honor es lesionado por todo aquello que afecta a la reputación que la persona merece, 

es decir, el derecho a que otros no condicionen negativamente la opinión que los demás hayan de formarse 

de nosotros.

Amparo directo 28/2010. **********, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro de votos. Disi­

dente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien formuló voto particular; José Ramón Cossío Díaz formuló voto 

concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

Amparo directo 8/2012. **********, S.A. de C.V. y otros. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro de votos. Disidente: 

Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, reservaron su 

derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 

González.

Amparo directo en revisión 931/2012. **********. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

Amparo directo en revisión 2411/2012. **********, S.A. de C.V. y otro. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de 

cuatro votos. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto 

concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo I, Libro 3, febrero de 2014, Primera Sala, p. 470, Tesis: 
1a./J. 118/2013, Registro: 2005523.
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Amparo directo 74/2012. **********. 10 de abril de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su 
derecho a formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras.

Tesis de jurisprudencia 118/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha 
veintidós de noviembre de dos mil trece.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2014, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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DERECHO A LA DIGNIDAD HUMANA. ES CONNATURAL A LAS PERSONAS FÍSICAS Y NO 

A LAS MORALES.*

Del proceso legislativo que culminó con la reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, se advierte que la 

intención del Constituyente Permanente de sustituir en su primer párrafo la voz "individuo" por "personas", 

es la de utilizar una expresión que no se refiera a un género en particular y abarcar "a todo ser humano 

titular de iguales derechos y deberes emanados de su común dignidad y en los casos en que ello sea 

aplicable debe ampliarse a las personas jurídicas.". Ello evidencia que, por regla general, las personas 

morales —previstas en el artículo 25 del Código Civil Federal— son titulares de los derechos humanos 

reconocidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 

parte, así como de las garantías para su protección, sin embargo, por su condición de entes abstractos 

y ficción jurídica, no pueden gozar de ciertos derechos privativos del ser humano, como ocurre con la 

dignidad humana, que es connatural a toda persona física. Esto, ya que dicho concepto tutela el derecho 

a ser reconocido y a vivir en y con la dignidad de la persona humana, y del cual se desprenden todos los 

demás derechos necesarios para que los individuos desarrollen integralmente su personalidad, dentro de 

los que se encuentran, entre otros, los relativos a: la vida, la integridad física y psíquica, al honor, a la pri­

vacidad, al nombre, a la propia imagen, al libre desarrollo de la personalidad, al estado civil y el propio 

derecho a la dignidad personal.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 156/2012. **********, S.A. de C.V. 18 de octubre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime 

Raúl Oropeza García. Secretario: Héctor Alejandro Treviño de la Garza.

Amparo directo 224/2012. **********, S.A. de C.V. 8 de noviembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 

Miguel Ángel Ramírez González. Secretaria: Margarita Márquez Méndez.

Amparo directo 299/2012. **********, S.A de C.V. 28 de febrero de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime 

Raúl Oropeza García. Secretario: Manuel Saturnino Ordóñez.

Amparo directo 326/2012. **********, S.A de C.V. 28 de febrero de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel 

Ángel Ramírez González. Secretaria: Adriana Carmona Carmona.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIII, agosto de 2013, Tomo 3, Tribunales Colegiados 
de Circuito, p. 1408, Tesis: VI.3o.A. J/4, Registro: 2004199.
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Amparo Directo 67/2013. 30 de mayo de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: 
Juan Carlos Carrillo Quintero.

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 3/2013, pendiente de resolverse por 
el Pleno en Materia Administrativa del Sexto Circuito.
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DERECHOS AL HONOR, A LA INTIMIDAD Y A LA PROPIA IMAGEN. CONSTITUYEN DE­

RECHOS HUMANOS QUE SE PROTEGEN A TRAVÉS DEL ACTUAL MARCO CONSTI­

TUCIONAL.*

Si conforme a las características que conforman a los derechos humanos, éstos no recaen sobre cosas 

materiales, sino que otorgan acción para lograr que el Estado respete los derechos garantizados, y se 

consideran esenciales e inherentes al ser humano y derivados de su propia naturaleza, resulta lógico que 

los atributos de la personalidad se enlacen directamente con tales derechos, pues los mencionados 

atributos tienen una coincidencia con las libertades protegidas por los derechos del hombre como son 

los concernientes al honor, a la intimidad y a la propia imagen que constituyen derechos subjetivos del ser 

humano, en tanto que son inseparables de su titular, quien nace con ellos, y el Estado debe reconocerlos. 

Como no recaen sobre bienes materiales, sino sobre la personalidad de los individuos, son generales 

porque corresponden a todos los seres humanos, y no pueden considerarse renunciables, transmisi­

bles o prescriptibles, porque son inherentes a la persona misma, es decir, son intrínsecos al sujeto quien 

no puede vivir sin ellos. Ahora, del contenido expreso del artículo 1o. constitucional se advierte que nuestro 

país actualmente adopta una protección amplia de los derechos humanos, mediante el reconocimiento 

claro del principio pro personae, como rector de la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, en 

aquellas que favorezcan y brinden mayor protección a las personas, aunado a que también precisa de 

manera clara la obligación de observar los tratados internacionales firmados por el Estado Mexicano al 

momento de aplicar e interpretar las normas jurídicas en las que se vea involucrado este tipo de derechos, 

como son los señalados atributos de la personalidad conforme a la Convención Americana sobre Dere­

chos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en casos en los que se involucra 

la posible afectación por daño moral de un atributo de la personalidad —en su vertiente del derecho al 

honor— debe aplicarse la tutela y protección consagrada en los principios reconocidos al efecto en 

nuestra Carta Magna, con independencia de que no exista una referencia expresa en el texto constitu­

cional hacia la salvaguarda concreta del citado atributo, pues la obligación de protección deriva de 

disposiciones contenidas en dos tipos de ordenamientos superiores —Constitución y tratados interna­

cionales— con los que cuenta el Estado Mexicano.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXI, junio de 2013, Tomo 2, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1258, Tesis: I.5o.C.4 K, Registro: 2003844.
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Amparo directo 35/2011. **********. 27 de octubre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad 
Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Hiram Casanova Blanco.

Amparo directo 4/2012. **********. 31 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad 
Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Hiram Casanova Blanco.
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DERECHOS AL HONOR Y A LA REPUTACIÓN. PROTECCIÓN ADECUADA TRATÁNDOSE DE 
INFORMACIÓN DIVULGADA A TRAVÉS DE INTERNET, QUE CAUSA UN DAÑO MORAL.*

Los citados derechos no comparten las cualidades de intangibilidad, inasibilidad y alojamiento en el fuero 

interno del individuo, en la misma medida o proporción que otros valores esenciales del individuo, que 

no solamente derivan de la concepción que de sí mismo tenga la persona, sino que también surgen o 

dependen de la interacción del sujeto con otros factores externos y de las relaciones que se tengan con 

otros individuos; de ahí que, incluso, sean susceptibles de probarse con elementos de convicción al en­

contrarse inmersos en el mundo material. Sin embargo, en el caso de la divulgación en internet de un acto 

ilícito alegado como causante de daño moral por afectación de esos derechos, debe tomarse en cuenta el 

impacto e influencia de la web en la sociedad actual, lo cual abarca los ámbitos económico, político y 

social, generando un nuevo tipo de convivencia o comunicación humana que potencializa la transferencia 

de información y datos debido a la amplia posibilidad de utilizar los servicios que proporciona, los cuales 

a su vez, cuentan con la característica de otorgar una alta interconectividad e inmediatez entre quienes la 

utilizan. Por consiguiente, cuando se plantea la afectación de derechos como el honor y la reputación por 

la divulgación en internet de datos o información de una persona que resultan falsos, que no fueron auto­

rizados por el afectado, o bien, no se contaba con su consentimiento, debe garantizarse su adecuada 

protección acudiendo a la aplicación del principio pro homine consagrado en el artículo 1o. constitucional, 

en virtud del cual puede establecerse una interpretación de la norma más amplia o extensiva, sobre todo 

tratándose de los citados derechos que se entienden como atributos inherentes a la personalidad del 

individuo, para lo cual también resulta de gran ayuda la ponderación de las circunstancias presentadas en 

cada caso, en tanto que no debe olvidarse que la adecuada protección de los derechos en comento abarca 

el análisis de la divulgación de la conducta que ocasione la afectación respectiva y sus efectos.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 4/2012. German Pérez Fernández del Castillo. 31 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Hiram Casanova Blanco.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Gaceta Libro XX, mayo de 2013, Tomo 3, Tribunales Cole­
giados de Circuito, p. 1770, Tesis: I.5o.C.20 C, Registro: 2003546.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. INTERPRETACIÓN DE LA "MALICIA EFECTIVA" EN LA LEY DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA VIDA PRIVADA, 
EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO FEDERAL.*

La "malicia efectiva" es el criterio subjetivo de imputación que se ha adoptado en el derecho mexicano para 

atribuir responsabilidad en casos de conflicto entre la libertad de expresión y los derechos de la perso­

nalidad. No obstante, el principal problema es que la "malicia efectiva" surgió para aplicarse en casos 

donde se alegaban vulneraciones al derecho al honor. En esta línea, las disposiciones sobre la "malicia 

efectiva" contempladas en la ley citada sólo se aplican en su literalidad a las intromisiones en el honor, por 

lo que la irrelevancia de la veracidad de la información en casos donde se alega la intromisión en la vida 

privada de una persona hace que la "malicia efectiva" como criterio subjetivo de imputación deba sufrir 

alguna modulación, que se traduce en dejar de considerar en todos los casos de posibles afectados 

(funcionarios públicos, personas con proyección pública y particulares) los elementos del estándar que 

presuponen la falta de veracidad. En este sentido, esta Primera Sala entiende que en supuestos donde 

esté en juego el derecho a la vida privada de funcionarios públicos sólo debe exigirse que la información 

se haya difundido con la única intención de dañar, como lo establece la fracción III del artículo 30 de la ley 

citada; y en el caso de los particulares con proyección pública y particulares sin esa proyección, la "malicia 

efectiva" se reduce a la hipótesis de que la información se haya difundido con negligencia inexcusable, 

supuesto establecido en el artículo 32 del citado ordenamiento.

Amparo directo 3/2011. ********** y otro. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena 
Zubieta.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Gaceta Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, Primera Sala, p. 551, 
Tesis: 1a. CLVI/2013, Registro: 2003633.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. EL LENGUAJE DISCRIMINATORIO SE CARACTERIZA POR 
DESTACAR CATEGORÍAS DE LAS SEÑALADAS EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, MEDIANTE ELECCIONES LINGÜÍS­
TICAS QUE DENOTAN UN RECHAZO SOCIAL.*

El respeto al honor de las personas, como límite al ejercicio de la libertad de expresión cuando las mani­

festaciones se refieran a grupos sociales determinados, alcanza un mayor estándar de protección cuando 

las mismas se refieran a colectividades que por rasgos dominantes históricos, sociológicos, étnicos o 

religiosos, han sido ofendidos a título colectivo por el resto de la comunidad. En efecto, esta protección al 

honor de los grupos sociales se intensifica cuando en una sociedad determinada ha existido un constante 

rechazo a las personas que los integran, ante lo cual, el lenguaje que se utilice para ofender o descalificar 

a las mismas adquiere la calificativa de discriminatorio. En consecuencia, el lenguaje discriminatorio se 

caracteriza por destacar categorías de las señaladas en el artículo 1o. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, mediante elecciones lingüísticas que denotan un rechazo social, en torno a 

aspectos tales como el origen étnico o nacional, el género, las discapacidades, la condición social, la 

religión y las preferencias sexuales. Debido a lo anterior, el lenguaje discriminatorio constituye una cate­

goría de expresiones ofensivas u oprobiosas, las cuales al ser impertinentes en un mensaje determinado, 

actualizan la presencia de expresiones absolutamente vejatorias.

Amparo directo en revisión 2806/2012. **********. 6 de marzo de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: José 
Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quienes reservaron su derecho a formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, Primera Sala, p. 549, Tesis: 
1a. CXLVII/2013, Registro: 2003629.
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TEORÍA OBJETIVA DE LA PRUEBA DEL DAÑO MORAL. SU APLICACIÓN CUANDO SE 
AFECTAN EL HONOR Y LA REPUTACIÓN DE UNA PERSONA POR INFORMACIÓN DI­
VULGADA A TRAVÉS DE INTERNET.*

La indicada teoría procesal tiene su base en el principio ontológico conforme al cual lo ordinario se pre­

sume y lo extraordinario se prueba, en razón de que existe consenso generalizado de que ciertos actos, 

al recaer sobre alguien, producen la afectación de valores morales indiscutibles como la dignidad, los 

sentimientos o la autoestima, sin que esto requiera de una mayor acreditación, ni se pueda conocer 

la magnitud de la afectación en cada caso; de ahí que se considere que la citada teoría tiene como pre­

supuesto que la demostración del hecho ilícito conlleva también la del daño, debido a la vinculación 

existente entre ambos, por la naturaleza de las cosas o las máximas de la experiencia, de las que se deduce 

en forma natural y ordinaria la consecuencia de la lesión subjetiva. En ese contexto, cuando se analiza la 

divulgación en internet de un acto ilícito, dirigido directamente al afectado y alegado como causante 

de daño moral por la afectación de los derechos al honor y a la reputación, debe aplicarse la teoría obje­

tiva de la prueba del daño moral sin ninguna variante o vertiente, en tanto que tal divulgación de informa­

ción, por las características que reviste el medio tecnológico al que fue ingresada, puede implicar una 

presunción ordinaria sobre la existencia de la afectación del valor moral controvertido; sin que requiera 

de una mayor acreditación, ni se pueda conocer la magnitud de la afectación en el caso, pues no puede 

dudarse la perturbación que produce en el fuero interno de un individuo, la difusión de información falsa 

o inexacta sobre su persona en un nuevo ámbito virtual conocido como "ciberespacio", por el impacto, in­

fluencia y efectos que genera la circulación de dicha información en este nuevo ámbito, en tanto que una 

vez ingresada en internet, su circulación y acceso por los potenciales usuarios, se hace más universal, 

dinámica y directa que en cualquier otro medio de comunicación tradicional.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 4/2012. **********. 31 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad Hernández 
Ruiz de Mosqueda. Secretario: Hiram Casanova Blanco.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo 3, Libro XX, mayo de 2013, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2147, Tesis: I.5o.C.21 C, Registro: 2003785.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO AL HONOR. EXPRESIONES QUE SE ENCUENTRAN 

PROTEGIDAS CONSTITUCIONALMENTE.*

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, existe una presunción general 

de cobertura constitucional de todo discurso expresivo. Cuando las ideas expresadas tienen por objeto 

exteriorizar un sentir positivo o favorable hacia una persona, resulta inconcuso que no habría una intro­

misión al derecho al honor de la persona sobre la cual se vierten las ideas u opiniones. Lo mismo puede 

decirse de aquellas ideas que, si bien críticas, juzguen a las personas mediante la utilización de términos 

cordiales, decorosos o simplemente bien recibidos por el destinatario. Lo anterior evidencia que no existe 

un conflicto interno o en abstracto entre los derechos a la libertad de expresión y al honor. Así, el estándar de 

constitucionalidad de las opiniones emitidas en ejercicio de la libertad de expresión es el de relevancia 

pública, el cual depende del interés general por la materia y por las personas que en ella intervienen, cuando 

las noticias comunicadas o las expresiones proferidas redunden en descrédito del afectado, pues en caso 

contrario ni siquiera existiría un conflicto entre derechos fundamentales, al no observarse una intromisión 

al derecho al honor. Es necesario matizar que si la noticia inexacta involucra a figuras particulares en 

cuestiones particulares no tiene aplicación la doctrina de la "real malicia", funcionado en su reemplazo los 

principios generales sobre responsabilidad civil, lo cual opera de la misma forma cuando se trate de per­

sonas con proyección pública pero en aspectos concernientes a su vida privada. Ahora bien, la relación 

entre la libertad de expresión y los derechos de la personalidad, como el honor, se complica cuando la 

primera se ejerce para criticar a una persona, de forma tal que ésta se sienta agraviada. La complejidad 

radica en que el Estado no puede privilegiar un determinado criterio de decencia, estética o decoro res­

pecto a las expresiones que podrían ser bien recibidas, ya que no existen parámetros uniformemente 

aceptados que puedan delimitar el contenido de estas categorías, por lo cual constituyen limitaciones 

demasiado vagas de la libertad de expresión como para ser constitucionalmente admisibles. De hecho, 

el debate en temas de interés público debe ser desinhibido, robusto y abierto, pudiendo incluir ataques 

vehementes, cáusticos y desagradablemente mordaces sobre personajes públicos o, en general, ideas que 

puedan ser recibidas desfavorablemente por sus destinatarios y la opinión pública, de modo que no sólo 

se encuentran protegidas las ideas que son recibidas favorablemente o las que son vistas como inofen­

sivas o indiferentes. Éstas son las demandas de una sociedad plural, tolerante y abierta, sin la cual no 

existe una verdadera democracia.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, abril de 2013, Tomo 1, Primera Sala, p. 540, Tesis: 
1a./J. 32/2013, Registro: 2003304.
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Amparo directo 28/2010. **********, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

Amparo directo 25/2010. Eduardo Rey Huchim May. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa 
López.

Amparo directo 26/2010. Rubén Lara León. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio 
Escudero Contreras.

Amparo directo 8/2012. Arrendadora Ocean Mexicana, S.A. de C.V. y otros. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto 
concurrente; Olga Sánchez Cordero de García Villegas también reservó su derecho a formular voto concurrente 
por lo que respecta al apartado XI. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Amparo directo 16/2012. Federico Humberto Ruiz Lomelí. 11 de julio de 2012. Cinco votos; José Ramón Cossío 
Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular 
voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

Tesis de jurisprudencia 32/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha 
veintisiete de febrero de dos mil trece.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN DUAL 

Y DEL ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA.*

Para el análisis de los límites a la libertad de expresión, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

adoptado el denominado "sistema dual de protección", según el cual los límites de crítica son más amplios 

cuando ésta se refiere a personas que, por dedicarse a actividades públicas o por el rol que desempeñan 

en una sociedad democrática, están expuestas a un control más riguroso de sus actividades y mani­

festaciones que aquellos particulares sin proyección pública alguna, pues en un sistema inspirado en los 

valores democráticos, la sujeción a esa crítica es inseparable de todo cargo de relevancia pública. Sobre 

este tema, la Corte Interamericana de Derechos Humanos precisó, en los casos Herrera Ulloa vs. Costa 

Rica y Kimel vs. Argentina, que el acento de este umbral diferente de protección no se asienta en la calidad 

del sujeto, sino en el carácter de interés público que conllevan las actividades o actuaciones de una per­

sona determinada. Esta aclaración es fundamental en tanto que las personas no estarán sometidas a un 

mayor escrutinio de la sociedad en su honor o privacidad durante todas sus vidas, sino que dicho umbral 

de tolerancia deberá ser mayor solamente mientras realicen funciones públicas o estén involucradas en 

temas de relevancia pública. Esto no significa que la proyección pública de las personas las prive de su 

derecho al honor, sino simplemente que el nivel de intromisión admisible será mayor, aunque dichas in­

tromisiones deben estar relacionadas con aquellos asuntos que sean de relevancia pública. La principal 

consecuencia del sistema de protección dual es la doctrina conocida como "real malicia" o "malicia 

efectiva", misma que ha sido incorporada al ordenamiento jurídico mexicano. Esta doctrina se traduce en 

la imposición de sanciones civiles, exclusivamente en aquellos casos en que exista información falsa 

(en caso del derecho a la información) o que haya sido producida con "real malicia" (aplicable tanto al 

derecho a la información como a la libertad de expresión). El estándar de "real malicia" requiere, para 

la existencia de una condena por daño moral por la emisión de opiniones, ideas o juicios, que hayan sido 

expresados con la intención de dañar, para lo cual, la nota publicada y su contexto constituyen las pruebas 

idóneas para acreditar dicha intención. En este sentido, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación observa que, dependiendo de su gravedad y de la calidad del sujeto pasivo, las intromi­

siones al derecho al honor pueden ser sancionadas con: (i) sanciones penales, en supuestos muy limita­

dos referentes principalmente a intromisiones graves contra particulares; (ii) con sanciones civiles, para 

intromisiones graves en casos de personajes públicos e intromisiones medias contra particulares; y  

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, abril de 2013, Tomo 1, Primera Sala, p. 538, Tesis: 
1a./J. 38/2013, Registro: 2003303.
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(iii) mediante el uso del derecho de réplica o respuesta, cuyo reconocimiento se encuentra tanto en el texto 

constitucional como en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, para intromisiones no 

graves contra personajes públicos e intromisiones leves contra personas privadas.

Amparo directo 28/2010. **********, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien reservó su derecho a formular voto particular; José Ramón Cossío Díaz 
reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González. 

Amparo directo 25/2010. **********. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. 
Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López.

Amparo directo 26/2010. **********. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. 
Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio Escudero 
Contreras.

Amparo directo 8/2012. **********, S.A. de C.V. y otros. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente; Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas también reservó su derecho a formular voto concurrente por lo que respecta 
al apartado XI. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Amparo directo 16/2012. **********. 11 de julio de 2012. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

Tesis de jurisprudencia 38/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha 
trece de marzo de dos mil trece.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO AL HONOR. EXPRESIONES QUE SE ENCUENTRAN 

PROTEGIDAS CONSTITUCIONALMENTE.*

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, existe una presunción general 

de cobertura constitucional de todo discurso expresivo. Cuando las ideas expresadas tienen por objeto 

exteriorizar un sentir positivo o favorable hacia una persona, resulta inconcuso que no habría una intro­

misión al derecho al honor de la persona sobre la cual se vierten las ideas u opiniones. Lo mismo puede 

decirse de aquellas ideas que, si bien críticas, juzguen a las personas mediante la utilización de términos 

cordiales, decorosos o simplemente bien recibidos por el destinatario. Lo anterior evidencia que no existe 

un conflicto interno o en abstracto entre los derechos a la libertad de expresión y al honor. Así, el estándar de 

constitucionalidad de las opiniones emitidas en ejercicio de la libertad de expresión es el de relevancia 

pública, el cual depende del interés general por la materia y por las personas que en ella intervienen, cuando 

las noticias comunicadas o las expresiones proferidas redunden en descrédito del afectado, pues en caso 

contrario ni siquiera existiría un conflicto entre derechos fundamentales, al no observarse una intromisión 

al derecho al honor. Es necesario matizar que si la noticia inexacta involucra a figuras particulares en 

cuestiones particulares no tiene aplicación la doctrina de la "real malicia", funcionado en su reemplazo los 

principios generales sobre responsabilidad civil, lo cual opera de la misma forma cuando se trate de 

personas con proyección pública pero en aspectos concernientes a su vida privada. Ahora bien, la relación 

entre la libertad de expresión y los derechos de la personalidad, como el honor, se complica cuando la 

primera se ejerce para criticar a una persona, de forma tal que ésta se sienta agraviada. La complejidad 

radica en que el Estado no puede privilegiar un determinado criterio de decencia, estética o decoro res­

pecto a las expresiones que podrían ser bien recibidas, ya que no existen parámetros uniformemente 

aceptados que puedan delimitar el contenido de estas categorías, por lo cual constituyen limitaciones 

demasiado vagas de la libertad de expresión como para ser constitucionalmente admisibles. De hecho, 

el debate en temas de interés público debe ser desinhibido, robusto y abierto, pudiendo incluir ataques 

vehementes, cáusticos y desagradablemente mordaces sobre personajes públicos o, en general, ideas que 

puedan ser recibidas desfavorablemente por sus destinatarios y la opinión pública, de modo que no sólo 

se encuentran protegidas las ideas que son recibidas favorablemente o las que son vistas como inofen­

sivas o indiferentes. Estas son las demandas de una sociedad plural, tolerante y abierta, sin la cual no 

existe una verdadera democracia.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo 1, Li Libro XIX, abril de 2013, Primera Sala, p. 540, Tesis: 
1a./J. 32/2013, Registro: 2003304.
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Amparo directo 28/2010. **********, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien reservó su derecho a formular voto particular; José Ramón Cossío Díaz 
reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González. 

Amparo directo 25/2010. **********. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. 
Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López.

Amparo directo 26/2010. **********. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. 
Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio Escudero 
Contreras.

Amparo directo 8/2012. **********, S.A. de C.V. y otros. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente; Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas también reservó su derecho a formular voto concurrente por lo que respecta 
al apartado XI. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Amparo directo 16/2012. **********. 11 de julio de 2012. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

Tesis de jurisprudencia 32/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha 
veintisiete de febrero de dos mil trece.



Suprema Corte de Justicia de la Nación294

DERECHO AL HONOR Y PRESTIGIO PROFESIONAL.*

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1a. XX/2011 (10a.), de rubro 

"DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA.", sostuvo que el de­

recho al honor tiene una dimensión objetiva o externa, conforme a la cual éste puede definirse como el 

derecho a que otros no condicionen negativamente la opinión que los demás hayan de formarse de no­

sotros. En esta dimensión, el derecho al honor ampara la buena reputación de una persona en sus cua­

lidades morales y profesionales, protegiéndola frente a expresiones o mensajes que la hagan desmerecer 

en la consideración ajena, al ir en su descrédito o menosprecio. Por lo mismo, esta Primera Sala estima 

que en ciertos casos y bajo determinadas circunstancias, el juicio crítico o la información divulgada acerca 

de la conducta profesional o laboral de una persona puede constituir un auténtico ataque a su honor. 

En esos supuestos, los mensajes absolutamente vejatorios de una persona, se dirigen contra su com­

portamiento en el ámbito en el que desempeña su labor u ocupación, pudiendo hacerle desmerecer ante 

la opinión ajena con igual intensidad y daño que si la descalificación estuviese dirigida directamente a su 

persona o sus cualidades morales. Esto es así porque la actividad profesional suele ser una de las formas 

más destacadas de manifestación externa de la personalidad y de la relación del individuo con el resto de 

la colectividad, de forma que la descalificación injuriosa o innecesaria de ese comportamiento tiene un 

especial e intenso efecto sobre dicha relación y sobre lo que los demás llegasen a pensar de una persona, 

pudiendo repercutir tanto en los resultados patrimoniales de su actividad como en la imagen personal 

que de ella se tenga. No obstante, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

estima que la simple crítica a la pericia profesional en el desempeño de una actividad no debe confundirse 

sin más con un atentado contra el honor, ya que el no ser en la consideración de un tercero un buen 

profesional o el idóneo para realizar determinada actividad no constituye per se un ataque contra su honor. 

Las críticas a la aptitud profesional de otra persona serán lesivas del derecho al honor cuando, sin ser una 

expresión protegida por la libertad de expresión o el derecho a la información, constituyan: (i) una des­

calificación de la probidad profesional de una persona que pueda dañar grave e injustificada o infunda­

damente su imagen pública, o (ii) críticas que, pese a estar formalmente dirigidas a la actividad profesional 

de un individuo, en el fondo impliquen una descalificación personal, al repercutir directamente en su 

consideración y dignidad individuales.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo 1, Libro XVII, febrero de 2013, Primera Sala, Pág. 798, 
Tesis: 1a. LXII/2013, Registro: 2002742.
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Amparo directo en revisión 2411/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro votos; José Ramón Cossío 
Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

Nota: La tesis aislada 1a. XX/2011 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, enero de 2012, página 2906.
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RESPONSABILIDAD POR EXPRESIONES QUE ATENTAN CONTRA EL HONOR DE SERVI­

DORES PÚBLICOS Y SIMILARES. DEMOSTRACIÓN DE SU CERTEZA EN EJERCICIO DE LOS 

DERECHOS A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.*

En la tesis aislada de rubro: "LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA RESPON­

SABILIDAD POR INVASIONES AL HONOR DE FUNCIONARIOS U OTRAS PERSONAS CON RESPONSA­

BILIDADES PÚBLICAS SÓLO PUEDE DARSE BAJO CIERTAS CONDICIONES, MÁS ESTRICTAS QUE LAS 

QUE SE APLICAN EN EL CASO DE EXPRESIONES O INFORMACIONES REFERIDAS A CIUDADANOS 

PARTICULARES." (IUS 165763); la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expuso que 

quien se expresa debe siempre poder bloquear una imputación de responsabilidad ulterior probando que los 

hechos a los que se refiere son ciertos, pero que de manera complementaria no podía ser obligado a 

demostrar su certeza para evitar la responsabilidad cuando se le demanda, lo cual se denominó doble 

juego de la exceptio veritatis. De lo anterior deriva incertidumbre en saber cuándo se debe obligar al 

emisor de información acreditar la veracidad de ésta y cuando no, precisamente por tratarse de un doble 

juego. Por ende, en ejercicio del control de convencionalidad previsto en los artículos 1o. y 133 del Pacto 

Federal, se debe atender a lo dispuesto en el precepto 13 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, y a su interpretación consignada en la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión 

elaborada por la Relatoría Especial constituida dentro de la Organización de Estados Americanos (apro­

bada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000). Esto, pues de acuerdo 

al principio séptimo de dicha declaración se tiene que la información abarca incluso aquella que se denomi­

na "errónea", "no oportuna" o "incompleta". Por ende, al igual que los juicios de valor, se estima innece­

sario exigir la comprobación de hechos concretos vertidos por el informador, porque sobre ellos pueden 

existir interpretaciones distintas e implicar su censura casi automática, lo que anularía prácticamente 

todo el debate político y el intercambio de ideas como método indudable para la búsqueda de la verdad 

y el fortalecimiento de sistemas democráticos. Máxime que no sería lícito invocar el derecho de la socie­

dad a estar informada verazmente para fundamentar un régimen de censura previa supuestamente 

destinado a eliminar las informaciones que serían falsas a criterio del censor. Consecuentemente, es indis­

pensable tomar en consideración este criterio al aplicar el segundo párrafo del artículo 25 de la Ley de 

Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el 

Distrito Federal.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo 3, Libro XVI, enero de 2013, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2198, Tesis: I.7o.C.4 K, Registro: 2002640.
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SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 656/2012. **********. 15 de noviembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Julio César 
Vázquez-Mellado García. Secretaria: María Antonieta Castellanos Morales.

Nota: La tesis citada, aparece publicada con la clave o número de identificación 1a. CCXXI/2009 en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, página 283.
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LIBERTAD DE INFORMACIÓN. EL ESTÁNDAR DE CONSTITUCIONALIDAD DE SU EJERCICIO 
ES EL DE RELEVANCIA PÚBLICA (LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN 
DEL DERECHO A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO 
FEDERAL).*

De la interpretación integral de los artículos 7, 25 y 28 a 34, de la Ley de Responsabilidad Civil para la 

Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, se desprende 

que el estándar de constitucionalidad del resultado del ejercicio de la libertad de información es el de rele­

vancia pública, el cual depende de dos elementos: (i) el interés general por la materia y por las personas 

que en ella intervienen; y (ii) el contenido de la información en sí mismo, según la doctrina de la malicia 

efectiva, lo cual cobra importancia cuando las noticias comunicadas redundan en descrédito del afectado, 

pues en caso contrario, ni siquiera existiría un conflicto entre derechos fundamentales al no observarse 

una intromisión al derecho al honor. La distinción entre figuras públicas y personas privadas sin pro­

yección pública, debe entenderse dentro del "sistema dual de protección", mientras que la calificación de 

un tema como de "interés general", debe valorarse en cada caso concreto.

Amparo directo 8/2012. **********, S.A. de C.V. y otros. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, septiembre de 2012, Tomo 1, Primera Sala, p. 510, 
Tesis: 1a. CLXXXV/2012, Registro: 2001675.
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DERECHOS DE AUTOR. PROTEGEN TANTO DERECHOS PATRIMONIALES COMO 
MORALES.*

Los derechos de autor protegen la materia intangible, siendo ésta la idea creativa o artística y cuya natu­

raleza es la de derechos morales; y por otro lado, de carácter patrimonial derivado de su materialización, y 

en su caso, de su realización y/o reproducción objetiva, correspondiendo a obras literarias, musicales, 

pictóricas, cinematográficas, esculturales, arquitectónicas o cualquiera que por su esencia sea consi­

derada artística. De tal suerte, corresponde al autor una dualidad de derechos en relación a su carácter 

subjetivo y otro atendiendo a la cuestión objetiva en la que se plasma su idea creativa de manera tangible; 

contando así, por un lado, con derechos patrimoniales, a través de los cuales puede obtener beneficios de 

naturaleza económica, como la cesión de derechos por su reproducción; a obtener regalías o por su venta 

como un bien material; así como derechos de naturaleza moral, tales como la integridad y paternidad de 

la obra y de oponerse a cualquier deformación, mutilación u otra modificación, o a cualquier atentado a la 

misma que cause perjuicio a su honor o a su reputación como artista, derivados de la integridad de la obra.

Amparo directo 11/2011. **********, S.G.C. 2 de mayo de 2012. Mayoría de tres votos. Disidentes: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Ignacio Valdés Barreiro.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, septiembre de 2012, Tomo 1, Primera Sala, p. 504, 
Tesis: 1a. CCVIII/2012, Registro: 2001630.
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LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. CONCEPTO DE FIGURA PÚBLICA PARA 
EFECTOS DE LA APLICACIÓN DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN DUAL.*

De conformidad con el "sistema de protección dual", los sujetos involucrados en notas periodísticas 

pueden tener, en términos generales, dos naturalezas distintas: pueden ser personas o figuras públicas o 

personas privadas sin proyección pública. Lo anterior permitirá determinar si una persona está obligada 

o no a tolerar un mayor grado de intromisión en su derecho al honor que lo que están el resto de las 

personas privadas, así como a precisar el elemento a ser considerado para la configuración de una posible 

ilicitud en la conducta impugnada. Al respecto, es importante recordar que, como esta Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció en la tesis aislada 1a. XXIII/2011 (10a.), cuyo rubro es: 

"LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN DUAL Y DEL ES­

TÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA.", el acento de este umbral diferente de protección no se deduce de la 

calidad del sujeto, sino en el carácter de interés público que conllevan las actividades o actuaciones de 

una persona determinada. En este sentido, existen, al menos, tres especies dentro del género "personas 

o personajes públicos" o "figuras públicas", siendo este último término el más difundido en la doctrina y 

jurisprudencia comparadas. La primera especie es la de los servidores públicos. La segunda comprende  

a personas privadas que tengan proyección pública, situación que también resulta aplicable a las perso­

nas morales en el entendido de que su derecho al honor sólo incluye la vertiente objetiva de dicho dere­

cho, es decir, su reputación. La proyección pública de una persona privada se debe, entre otros factores, a 

su incidencia en la sociedad por su actividad política, profesión, trascendencia económica o relación social, 

así como a la relación con algún suceso importante para la sociedad. Finalmente, los medios de comuni­

cación constituyen una tercera especie —ad hoc— de personas públicas, tal y como se desprende de la 

tesis aislada 1a. XXVIII/2011 (10a.), cuyo rubro es: "MEDIOS DE COMUNICACIÓN. SU CONSIDERACIÓN 

COMO FIGURAS PÚBLICAS A EFECTOS DEL ANÁLISIS DE LOS LÍMITES A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.", 

emitida por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Amparo directo 8/2012. **********, S.A. de C.V. y otros. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

Nota: Las tesis aisladas 1a. XXIII/2011 (10a.) y 1a. XXVIII/2011 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, enero de 2012, páginas 2911 y 2914, 
respectivamente.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, agosto de 2012, Tomo 1, Primera Sala, p. 489, Tesis: 
1a. CLXXIII/2012, Registro: 2001370.
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DAÑO MORAL. MARCO NORMATIVO APLICABLE EN EL DISTRITO FEDERAL.*

En el Distrito Federal se prevé la existencia de dos regímenes normativos distintos para regular la res­

ponsabilidad civil por afectaciones al patrimonio moral: si la acción para reclamar la reparación del daño 

tiene como origen el ejercicio presuntamente abusivo de las libertades de expresión e información, el 

marco normativo aplicable es el previsto en la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho 

a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal; si, por el contrario, la acción tiene su 

origen en un hecho o acto jurídico distinto, entonces el marco normativo aplicable es el previsto en el 

artículo 1916 del Código Civil para el Distrito Federal. Así pues, el primero de los regímenes antes descritos 

ha derogado al previsto en el Código Civil en materia de afectaciones al patrimonio moral derivadas del 

ejercicio de las libertades de expresión e información, según se desprende de la redacción del artículo 1o. 

de la ley antes citada y del hecho consistente en que la ley representa una norma especial —y posterior— 

respecto del artículo 1916 del Código Civil, en tanto regula una especie del género identificado como res­

ponsabilidad por daño moral. Lo anterior se refuerza con la exposición de motivos de la ley, como elemento 

coadyuvante para reconstruir la voluntad del legislador, según la cual resultaba necesario substituir la 

figura del daño moral prevista en el Código Civil con una ley especial de naturaleza civil que, por un lado, 

despenalice los denominados delitos contra el honor y, por otro, que permita un proceso ágil, eficaz y 

pertinente para resarcir los derechos de la personalidad lesionados con motivo del ejercicio de los dere­

chos a las libertades de expresión e información. 

Amparo directo 8/2012. **********, S.A. de C.V. y otros. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, agosto de 2012, Tomo 1, Primera Sala, p. 479, Tesis: 
1a. CLXX/2012, Registro: 2001284.
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DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR DE LAS PERSONAS JURÍDICAS.*

Toda persona física es titular del derecho al honor, pues el reconocimiento de éste es una consecuencia de 

la afirmación de la dignidad humana. Sin embargo, el caso de las personas jurídicas o morales presenta 

mayores dificultades, toda vez que de ellas no es posible predicar dicha dignidad como fundamento de un 

eventual derecho al honor. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

es necesario utilizar la distinción entre el honor en sentido subjetivo y objetivo a fin de resolver este 

problema. Resulta difícil poder predicar el derecho al honor en sentido subjetivo de las personas morales, 

pues carecen de sentimientos y resultaría complicado hablar de una concepción que ellas tengan de sí 

mismas. Por el contrario, en lo relativo a su sentido objetivo, considerando el honor como la buena repu­

tación o la buena fama, parece no sólo lógico sino necesario sostener que el derecho al honor no es 

exclusivo de las personas físicas, puesto que las personas jurídicas evidentemente gozan de una conside­

ración social y reputación frente a la sociedad. En primer término, es necesario tomar en cuenta que las 

personas denominadas jurídicas o morales son creadas por personas físicas para la consecución de fines 

determinados, que de otra forma no se podrían alcanzar, de modo que constituyen un instrumento al ser­

vicio de los intereses de las personas que las crearon. En segundo lugar, debemos considerar que los entes 

colectivos creados son la consecuencia del ejercicio previo de otros derechos, como la libertad de asocia­

ción, y que el pleno ejercicio de este derecho requiere que la organización creada tenga suficientemente 

garantizados aquellos derechos fundamentales que sean necesarios para la consecución de los fines 

propuestos. En consecuencia, es posible afirmar que las personas jurídicas deben ser titulares de aquellos 

derechos fundamentales que sean acordes con la finalidad que persiguen, por estar encaminados a la 

protección de su objeto social, así como de aquellos que aparezcan como medio o instrumento necesario 

para la consecución de la referida finalidad. Es en este ámbito que se encuentra el derecho al honor, pues 

el desmerecimiento en la consideración ajena sufrida por determinada persona jurídica, conllevará, sin 

duda, la imposibilidad de que ésta pueda desarrollar libremente sus actividades encaminadas a la reali­

zación de su objeto social o, al menos, una afectación ilegítima a su posibilidad de hacerlo. En consecuen­

cia, las personas jurídicas también pueden ver lesionado su derecho al honor a través de la divulgación de 

hechos concernientes a su entidad, cuando otra persona la difame o la haga desmerecer en la considera­

ción ajena.

Amparo directo 28/2010. **********, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, enero de 2012, Tomo 3, Primera Sala, p. 2905, Tesis: 
1a. XXI/2011, Registro: 2000082.
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DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA.*

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es posible definir al honor como 

el concepto que la persona tiene de sí misma o que los demás se han formado de ella, en virtud de su 

proceder o de la expresión de su calidad ética y social. Todo individuo, al vivir en sociedad, tiene el derecho 

de ser respetado y considerado y, correlativamente, tiene la obligación de respetar a aquellos que lo 

rodean. En el campo jurídico esta necesidad se traduce en un derecho que involucra la facultad que 

tiene cada individuo de pedir que se le trate en forma decorosa y la obligación de los demás de responder 

a este tratamiento. Por lo general, existen dos formas de sentir y entender el honor: a) en el aspecto sub­

jetivo o ético, el honor se basa en un sentimiento íntimo que se exterioriza por la afirmación que la persona 

hace de su propia dignidad; y b) en el aspecto objetivo, externo o social, como la estimación interpersonal 

que la persona tiene por sus cualidades morales y profesionales dentro de la comunidad. En el aspecto 

subjetivo, el honor es lesionado por todo aquello que lastima el sentimiento de la propia dignidad. En el 

aspecto objetivo, el honor es lesionado por todo aquello que afecta a la reputación que la persona merece, 

es decir, el derecho a que otros no condicionen negativamente la opinión que los demás hayan de formarse 

de nosotros.

Amparo directo 28/2010. **********, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 1a./J. 118/2013 (10a.), publicada el viernes 14 de febrero de 
2014, a las 11:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción, Décima Época, Libro 3, Tomo I, febrero de 2014, página 470, de título y subtítulo: "DERECHO FUNDAMEN­
TAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA."

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, enero de 2012, Tomo 3, Primera Sala, p. 2906, Tesis: 
1a. XX/2011, Registro: 2000083.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SU FUNCIONAMIENTO EN CASOS DE DEBATE PERIODÍSTICO 

ENTRE DOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN.*

Sin importar lo perniciosa que pueda parecer una opinión, su valor constitucional no depende de la 

conciencia de jueces y tribunales, sino de su competencia con otras ideas en lo que se ha denominado 

el "mercado de las ideas", pues es esta competencia la que genera el debate que, a la postre, conduce a la 

verdad y a la plenitud de la vida democrática. Esto adquiere un valor trascendental cuando nos referimos 

a un debate periodístico entre dos medios de comunicación, toda vez que éstos representan los principales 

oferentes en este "mercado de ideas", ofreciendo al público opciones de ideas y posturas y fortaleciendo 

el debate en aras de alcanzar la verdad. Por consiguiente, el castigo de los errores al momento de expre­

sarse corre el riesgo de inducir a un cauto y restrictivo ejercicio de las libertades constitucionales de expre­

sión y prensa, lo cual podría producir una intolerable autocensura. Asimismo, obligar a los medios a 

que, para evitar responsabilidad, deban probar la verdad de sus declaraciones, resulta una carga des­

medida. Atendiendo a lo anterior, la simple crítica a la postura o línea editorial de un medio de comuni­

cación en el desempeño de una actividad no debe confundirse sin más con un atentado a su honor. Incluso 

cuando el tono de la crítica sea elevado, éste puede encontrarse justificado por el propósito de causar 

impacto, siendo conveniente recordar que en el contexto de debate periodístico el uso de la hipérbole es 

un recurso frecuente. En este sentido, si la prensa goza de la mayor libertad y del más amplio grado de 

protección para criticar personajes con proyección pública, es no sólo lógico sino necesario concluir que 

la crítica a su labor también debe gozar de la mayor libertad y más amplio grado de protección, pues de lo 

contrario se estaría dotando a una persona, como ocurre con los medios de comunicación impresos, de 

un gran y desequilibrado poder para criticar impunemente, opinando e informando sin ser sujetos del 

mismo escrutinio público que pregonan, ejercen y cuya protección invocan. Lo anterior adquiere mayor 

relevancia si consideramos que en el debate surgido del ejercicio de la libertad de expresión, la réplica 

y la contra-argumentación son las mejores y más efectivas herramientas para defender la propia actuación o 

punto de vista. Así pues, nadie tiene un mayor acceso al derecho de réplica que un medio de comunica­

ción. En ese sentido, cuando nos encontremos frente a una relación simétrica entre dos medios de comu­

nicación, es necesario sostener que los dos contendientes tienen un mayor margen de libertad para la 

emisión de opiniones. Esto implica que los medios de comunicación escritos, a diferencia de los simples 

particulares, pueden refutar desde sus páginas las opiniones con las que no comulgan. En conclusión, 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, enero de 2012, Tomo 3, Primera Sala, p. 2910, Tesis: 
1a. XXVI/2011, Registro: 2000102.
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esta Primera Sala considera, como lo ha sostenido la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, que 

uno de los mecanismos idóneos tendientes a promover el comportamiento ético de los medios de co­

municación, es la crítica a su actuación. Dicha crítica, enfocada a denunciar distorsiones, omisiones, 

posiciones o incluso noticias ignoradas puede ser llevada a cabo por organizaciones no gubernamentales 

o, inclusive, por otros medios de comunicación.

Amparo directo 28/2010. **********, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
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DAÑO MORAL. SU CUANTIFICACIÓN NO DEBE LIMITARSE AL CÁLCULO DEL PERJUICIO, 
IDENTIFICADO COMO LUCRO CESANTE.*

El daño moral es la afectación que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, 

honor, reputación, vida privada, configuración y aspecto físico o bien la consideración que de sí misma 

tienen los demás, según prevé el artículo 1916 del Código Civil para el Distrito Federal. Ahora, para calcular 

dicho concepto deben considerarse varios factores: 1) los derechos lesionados; 2) el grado de respon­

sabilidad; 3) la situación económica del responsable y de la víctima; y, 4) las demás circunstancias del 

caso. Luego, si los familiares de quien perdió la vida demandan la reparación del daño moral al respon­

sable del deceso, el tribunal debe atender a la afectación sufrida por aquéllos, no a la cantidad de dinero 

que dejaron de percibir a raíz de la muerte de uno de sus integrantes. Esto, porque de proceder así, el 

juzgador estaría cuantificando el perjuicio, identificado como lucro cesante; es decir, la privación de 

la ganancia lícita que pudo haberse obtenido con el cumplimiento de la obligación. Además, llevaría a 

concluir que si la víctima no era económicamente activa, entonces, no habría daño moral que calcular. 

En ese tenor, la cuantificación del daño moral no puede limitarse a multiplicar el ingreso del difunto por su 

expectativa de vida. En todo caso, la fijación del salario de la víctima, si ésta percibía alguno, forma parte 

del tercer aspecto del cálculo, es decir, la situación económica. Lo anterior, conduce a concluir que el daño 

moral debe distinguirse del perjuicio y que el primero no busca garantizar el nivel de vida de los familiares 

de la víctima, sino reparar los derechos afectados a partir de su deceso, aunque sí es materia de ponde­

ración para determinar su cuantía.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 239/2011. **********. 24 de mayo de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco 
Mota Cienfuegos. Secretario: Arturo Alberto González Ferreiro.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro II, noviembre de 2011, Tomo 1, Tribunales Colegiados 
de Circuito, p. 619, Tesis: I.3o.C.995 C (9a.), Registro: 160698.
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REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL Y MATERIAL E INDEMNIZACIÓN ECONÓMICA EN LOS 
DELITOS DE HOMICIDIO O LESIONES. DIFERENCIAS Y BASES PARA SU CUANTIFICACIÓN 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).*

La reparación del daño, de acuerdo con el artículo 50 Bis del Código de Defensa Social del Estado de 

Puebla, tiene el carácter de pena pública independientemente de la acción civil, y se exigirá de oficio por 

el Ministerio Público, determinando su cuantía con base en las pruebas obtenidas en el proceso; dicha 

reparación comprende, entre otros, el daño moral y/o material, así como el resarcimiento de los perjuicios 

ocasionados a las víctimas o a sus familiares; en concreto, se distinguen dos tipos de daños, el relativo 

a derechos de la personalidad y el patrimonial; los primeros se actualizan cuando existe una lesión sobre 

bienes de naturaleza extrapatrimonial o inmaterial, esto es, en bienes que no pueden ser tasables en 

dinero, como son el honor y el sentimiento, o aquellos que tienen como fin afectar o dañar ese ánimo 

particular sobre determinada persona y que al verse lesionado también sufrirá una afectación; y en los 

últimos se comprenden los daños de carácter económico que se originan por la muerte o alteraciones en 

la salud del pasivo. La reparación del daño moral se encuentra prevista y sancionada en los artículos 1958 

y 1995 del Código Civil de la misma entidad federativa, y en ellos se establece, entre otras cosas, que será 

independiente de la indemnización de orden económico y se decretará aun cuando ésta no exista y no 

excederá del importe de mil días del salario mínimo general; por tanto, su aplicación en cuanto a la 

cantidad de condena, debe estar cuantificada atendiendo a las circunstancias de hecho, a la naturaleza 

del daño que sea preciso reparar y a las demás constancias que obren en el proceso, como puede ser el 

menoscabo a los derechos de personalidad, pues difícilmente podrá resarcirse un dolor, una deshonra o 

una vergüenza y, atendiendo a todo ello, debe determinarse el pago de la reparación del daño moral. 

La reparación del daño material, tratándose de los delitos de homicidio y lesiones, se establece de dos 

formas, una consistente en una indemnización económica previamente fijada por la ley, en términos del 

artículo 1988, fracción I, del citado Código Civil y la otra en la reparación material de los daños ocasio­

nados; la primera se traduce en el pago de una cantidad de dinero a las víctimas, o bien, a los dependientes 

económicos del occiso, que respecto a las lesiones, no excederá de mil doscientos días de salario, de­

pendiendo de la gravedad de éstas, así como al grado de incapacidad que se ocasiona y, en lo referente al 

diverso de homicidio, es el equivalente a mil doscientos días de salario; mientras que las segundas deben 

estar sujetas a la comprobación de los gastos efectuados por el lesionado o los ofendidos con motivo del 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2029, Tesis: VI.1o.P. J/55, Registro: 161008.
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delito, esto es, la restitución de las erogaciones que la víctima o los familiares de éstas hacen con motivo de 

la comisión de esos delitos.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 561/2009. 4 de febrero de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel Torres Pérez. 
Secretaria: Hilda Tame Flores.

Amparo directo 281/2010. 14 de julio de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel Torres Pérez. 
Secretaria: Hilda Tame Flores.

Amparo directo 282/2010. 14 de julio de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel Torres Pérez. 
Secretaria: Hilda Tame Flores.

Amparo directo 283/2010. 14 de julio de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel Torres Pérez. 
Secretaria: Hilda Tame Flores.

Amparo directo 339/2010. 26 de agosto de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Santacruz Sotomayor, 
secretario de tribunal autorizado para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, 
fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el artículo 52, fracción V, del 
Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcio­
namiento del propio consejo. Secretario: Gonzalo de Jesús Morelos Ávila.
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DAÑO MORAL. CONCURRENCIA DE ORDENAMIENTOS POR ABUSO DEL DERECHO A LA 
INFORMACIÓN Y DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.*

El daño moral se indemniza prescindiendo de que la lesión repercuta en el patrimonio material del dañado, 

y se regula en el artículo 1916 del Código Civil para el Distrito Federal, en el que se precisan los bienes 

jurídicos tutelados (sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configu­

ración y aspectos físicos y la consideración que de una persona tienen los demás). No obstante, cuando la 

afectación a algunos de esos bienes (vida privada, honor e imagen) se genere del abuso de los derechos 

a la información y de la libertad de expresión, es aplicable la Ley de Responsabilidad Civil para la Protec­

ción del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, según su artículo 1. 

Tal distinción importa en asuntos donde se involucran, en la misma demanda, como bienes lesionados, 

los previstos en una y otra legislación (por ejemplo, honor, imagen y sentimientos con proyección a 

aspectos físicos), y se hace derivar el daño de un mismo comportamiento o hecho generador (abuso de los 

derechos a la información y libre expresión), en los que resulta necesaria, sin que nada obste para ello, 

la aplicación tanto del código como de la ley mencionados, pues esa misma conducta es susceptible 

de afectar a los derechos tutelados en ambas normativas, y es diferente el contenido de la reparación del 

daño, que en la ley especial comprende publicar o divulgar la sentencia condenatoria, a costa del de­

mandado, en el medio y formato donde fueron difundidos los hechos y opiniones que constituyeron la 

afectación (artículo 39), y sólo en caso de que no se pudiere resarcir así el daño, se fijará indemnización 

tomando en cuenta la mayor o menor divulgación que el acto ilícito hubiere tenido, las condiciones per­

sonales de la víctima y las demás circunstancias del caso, con un tope máximo del monto por indemni­

zación (artículo 41). En cambio, en el código la reparación consiste, a elección del ofendido, en el 

restablecimiento de la situación anterior, cuando sea posible, o en el pago de daños y perjuicios (artículo 

1915, primer párrafo), y el quántum de la indemnización —rectius, compensación, por tratarse de daño 

moral— se determina tomando en cuenta los derechos lesionados, el grado de responsabilidad, la situación 

económica del responsable y de la víctima, y las demás circunstancias del caso (artículo 1916, último 

párrafo), es decir, hay una variación de factores a ponderar, y no se contiene una taxativa predeterminada 

del monto.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 528/2010. **********. 28 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco J. 
Sandoval López. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2281, Tesis: I.4o.C.311 C, Registro: 162896.
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DAÑO MORAL. TRATÁNDOSE DE AFECTACIÓN AL HONOR POR ABUSO DE LAS LIBERTADES 

DE INFORMACIÓN Y DE EXPRESIÓN DEBE ANALIZARSE EL CONTEXTO.*

Los artículos 14, 15 y 25 de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, 

el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, incorporan los lineamientos dados por la doctrina y la 

jurisprudencia extranjera que influyó en su creación. La doctrina destaca de las opiniones emitidas en los 

medios de comunicación, la subjetividad, excluyente de objetividad y veracidad, en cuya valoración entra 

en juego su comparación con los hechos con que se relaciona, sin poder abusar del derecho de infor­

mación y libre expresión, pues ha de atenderse a límites que deben ponderarse cuidadosamente a fin de 

no coartar aquellas libertades, y son determinados por derechos como el del honor, cuyo respeto marca 

la frontera que no debe cruzarse, y del cual está excluido el abuso manifestado en un ánimo de injuriar, e 

ofender sin derecho y sin necesidad. La jurisprudencia proscribe el uso de insultos por atentatorios del 

honor, pone de relieve la prevalencia del honor como límite frente a las libertades de expresión e infor­

mación, y añade un elemento que por fuerza debe analizarse para determinar la lesividad de ciertas expre­

siones: el contexto. Éste es relevante, pues si se producen las palabras o frases en un ambiente de 

crispación, política o de otro tipo, aumenta la tolerancia ante lo expresado, traduciéndose en una dis­

minución de su aspecto ofensivo; también si se alude sólo a calificativas figuradas, e incluso, potenciales, 

mediante el empleo de la mordacidad o la ironía. En cambio, si ningún entorno de agresión o exasperación 

hay al tiempo de emitir las expresiones, no hay necesidad de trocar su cariz maltratador por uno ausente 

de denuesto, sino estimarlas como ofensas que son, carentes de toda justificación, intolerables y gene­

radoras de daño moral por afectación al honor. En la legislación mexicana invocada, se protege la libertad 

de expresión y el derecho a la información, con un criterio más o menos laxo, en tanto se toleran mani­

festaciones molestas e hirientes, juicios desfavorables e imputaciones de hechos o actos apegados a la 

veracidad, siempre y cuando sean de interés público, pero esa tutela tiene su límite en la expresión de 

insultos, por ser innecesaria para el ejercicio de aquellas libertades, y se atiende al contexto en que se emiten, 

aunque sin soportar los juicios que son insultantes per se en cualquier entorno, aunque debe atenderse 

también a la idiosincrasia nacional, entre cuyos rasgos característicos se encuentra el humor de amplio 

espectro cromático, del blanco al negro, y se usa en la vida cotidiana y en medios de difusión. Tal pecu­

liaridad conlleva el examen cuidadoso de las manifestaciones que, aparejadas a ese humor, se viertan en 

publicaciones o programas de índole cómica, predominante o accesoria, a cargo de personas que ejerzan 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2283, Tesis: I.4o.C.312 C, Registro: 162893.
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una actividad de dicha naturaleza a nivel profesional, y que tienden al divertimento del público, pues, 

en esos supuestos, la tolerancia será mayor que en un entorno carente de comicidad. Por el contrario, 

la ausencia de esas peculiaridades, en el entorno de emisión de las expresiones que se tachen de insul­

tantes, reducirá la tolerancia hacia éstas. En todo caso, ante la duda sobre la posible afectación al honor 

por expresiones pretendidamente ofensivas, y proferidas en el contexto de un debate o una polémica en 

torno a cierto tema, se privilegiará la libertad de expresión. Debe atenderse a esos lineamientos para de­

terminar, en cada caso, si se afectó o no el honor con las expresiones respectivas, cuya emisión deberá 

estar previamente acreditada, como presupuesto del que parte el análisis de su calificación como inju­

riosas, insultantes o vejatorias, pues basta comprobar que fueron proferidas las palabras o frases de que 

se trate para que, previo examen de su calidad atentatoria del honor, se estime demostrado el daño moral 

generador de responsabilidad civil.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 528/2010. **********. 28 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco J. 
Sandoval López. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.
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CUANTÍA DEL JUICIO. ES INDETERMINADA EN LA RECLAMACIÓN POR DAÑO MORAL 
MIENTRAS EL JUEZ NO FIJE SU INDEMNIZACIÓN.*

La interpretación funcional del artículo 1916 del Código Civil, en relación con los preceptos 157 y 691 del 

Código de Procedimientos Civiles, 128 y 129 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia, todos 

del Distrito Federal, lleva a la conclusión de que la prestación relativa al daño moral únicamente puede 

servir para establecer la cuantía de un juicio a efectos de las costas, cuando se acoge en la sentencia y 

el Juez precisa el numerario de la indemnización o proporciona bases objetivas para dicha determinación, 

en atención a que conforme a la ley nadie más que el Juez se encuentra en aptitud de hacer dicha cuan­

tificación y sólo en el acto de emitir la sentencia, cuando ya debieron haberse reunido pruebas sobre los 

elementos que deben considerarse al efecto, relativos al tipo de derechos lesionados, el grado de res­

ponsabilidad, la situación económica del responsable y de la víctima, y las circunstancias del caso. Esto, 

pues la fijación de un importe reclamado por daño moral en la demanda sólo constituye un deseo o criterio 

subjetivo del actor, sin asidero legal, ni parámetros objetivos o tasaciones para, de antemano, traducir en 

dinero el detrimento de los bienes morales de la persona, que de por sí, son inestimables, al tratarse 

de sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos 

físicos de la persona o la consideración que de ella tienen los demás; y ni siquiera la jurisprudencia ha 

dado pasos en ese sentido, ni podría dar los suficientes para su aplicación segura en todos los casos 

concretos. Así, para efectos de la liquidación de costas, la cuantía del negocio se traduce en el monto 

fijado en la condena por daño moral, en tanto que en caso de absolución, la cuantía permanece indeter­

minada, carácter que tiene la prestación al momento de presentarse la demanda, para efectos de la 

competencia y la apelabilidad de la sentencia.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 39/2010. **********, S.A. de C.V. 7 de mayo de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel 
Castillo González. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, septiembre de 2010, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1230, Tesis: I.4o.C.293 C, Registro: 163838.
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DERECHOS AL HONOR Y A LA PRIVACIDAD. SU RESISTENCIA FRENTE A INSTANCIAS DE 
EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y EL DERECHO A LA INFORMACIÓN ES 
MENOR CUANDO SUS TITULARES TIENEN RESPONSABILIDADES PÚBLICAS.*

Los ordenamientos jurídicos de las democracias actuales cuentan con un abanico legal o jurispruden­

cialmente asentado de reglas acerca de qué es y qué no es un equilibrio adecuado entre estos derechos a 

la luz de las previsiones constitucionales aplicables. Una de estas reglas, ampliamente consensuada en el 

ámbito del derecho comparado y del derecho internacional de los derechos humanos —precipitado de 

ejercicios reiterados de ponderación de derechos, incluidos los encaminados a examinar las pondera­

ciones vertidas por el legislador en normas generales— es aquella según la cual, frente a actuaciones de 

los medios de comunicación en ejercicio de los derechos a expresarse e informar, quienes desempeñan, 

han desempeñado o desean desempeñar responsabilidades públicas tienen pretensiones en términos de 

intimidad y respeto al honor con menos resistencia normativa general que los ciudadanos ordinarios. 

Ello es así por motivos estrictamente ligados al tipo de actividad que han decidido desempeñar, que exige 

un escrutinio público intenso de sus actividades. Tratándose de la intimidad en ocasiones su condición 

puede dotar de interés público a la difusión y general conocimiento de datos que, pudiendo calificarse de 

privados desde ciertas perspectivas, guardan clara conexión con aspectos que es deseable que la ciuda­

danía conozca para estar en condiciones de juzgar adecuadamente su desempeño como servidores o 

titulares de cargos públicos. Con el derecho al honor sucede algo similar: las actividades desempeñadas 

por las personas con responsabilidades públicas interesan a la sociedad, y la posibilidad de crítica que 

esta última pueda legítimamente dirigirles debe entenderse con criterio amplio. Como ha subrayado la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, el umbral de protección al honor de un funcionario público 

debe permitir el más amplio control ciudadano sobre el ejercicio de sus funciones, porque el funcionario 

público se expone voluntariamente al escrutinio de la sociedad al asumir ciertas responsabilidades 

profesionales —lo que conlleva naturalmente mayores riesgos de sufrir afectaciones en su honor— 

y porque su condición le permite tener mayor influencia social y acceder con facilidad a los medios de 

comunicación para dar explicaciones o reaccionar ante hechos que lo involucren. Las personas con 

responsabilidades públicas mantienen la protección derivada del derecho al honor incluso cuando no 

estén actuando en carácter de particulares, pero las implicaciones de esta protección deben ser pon­

deradas con las que derivan del interés en un debate abierto sobre los asuntos públicos.

Amparo directo en revisión 2044/2008. 17 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Francisca María Pou Giménez y Roberto Lara Chagoyán.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, Primera Sala, p. 278, Tesis: 
1a. CCXIX/2009, Registro: 165820.
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DIGNIDAD HUMANA. EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO LA RECONOCE COMO CONDI­
CIÓN Y BASE DE LOS DEMÁS DERECHOS FUNDAMENTALES.*

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que todas las per­

sonas son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razones étnicas o de 

nacionalidad, raza, sexo, religión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social que atente 

contra la dignidad humana y que, junto con los instrumentos internacionales en materia de derechos 

humanos suscritos por México, reconocen el valor superior de la dignidad humana, es decir, que en el 

ser humano hay una dignidad que debe ser respetada en todo caso, constituyéndose como un derecho 

absolutamente fundamental, base y condición de todos los demás, el derecho a ser reconocido y a vivir en 

y con la dignidad de la persona humana, y del cual se desprenden todos los demás derechos, en cuanto 

son necesarios para que los individuos desarrollen integralmente su personalidad, dentro de los que se 

encuentran, entre otros, el derecho a la vida, a la integridad física y psíquica, al honor, a la privacidad, al 

nombre, a la propia imagen, al libre desarrollo de la personalidad, al estado civil y el propio derecho a 

la dignidad personal. Además, aun cuando estos derechos personalísimos no se enuncian expresamente 

en la Constitución General de la República, están implícitos en los tratados internacionales suscritos por 

México y, en todo caso, deben entenderse como derechos derivados del reconocimiento al derecho a la 

dignidad humana, pues sólo a través de su pleno respeto podrá hablarse de un ser humano en toda 

su dignidad.

Amparo directo 6/2008. 6 de enero de 2009. Once votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Laura 
García Velasco. 

El Tribunal Pleno, el diecinueve de octubre en curso, aprobó, con el número LXV/2009, la tesis aislada que 
antecede. México, Distrito Federal, a diecinueve de octubre de dos mil nueve.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, Pleno, p. 8, Tesis: P. LXV/2009, 
Registro: 165813.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU ESPECIAL POSICIÓN 
FRENTE A LOS DERECHOS DE LA PERSONALIDAD.*

La función colectiva o social de la libertad de expresión y del derecho a la información debe tomarse en 

cuenta cuidadosamente cuando tales libertades entran en conflicto con otros derechos, típicamente con 

los llamados "derechos de la personalidad", entre los que se cuentan los derecho a la intimidad y al honor. 

La necesidad de que la relación instrumental entre las libertades de expresión e información y el adecuado 

desarrollo de las prácticas democráticas influya en la resolución de los conflictos de derechos que las 

involucran ha llevado en ocasiones a hablar de una "posición especial" de las mismas en las democra­

cias constitucionales actuales. En cualquier caso, la resolución de los conflictos entre las libertades cita­

das y los derechos de la personalidad no parte cada vez de cero, sino que el operar del sistema jurídico 

va esclareciendo paulatinamente las condiciones bajo las cuales un argumento puede ser genuinamente 

presentado en nombre de la libertad de expresión, o cómo ciertas pretensiones concretas pueden conectarse 

argumentalmente con los fundamentos de determinadas formas de protección legal y constitucional. 

Ello da origen a la formación de un abanico más o menos extenso de reglas acerca de qué es y qué no es 

un equilibrio adecuado entre estos derechos a la luz de las previsiones constitucionales aplicables. Las 

más consensuadas de estas reglas están consagradas expresamente en los textos constitucionales o en 

los tratados de derechos humanos —como la prohibición de censura previa que hallamos en el artículo 7o. 

de la Constitución Federal o en el inciso 2 del artículo 13 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos (que la permite sólo en casos excepcionales)— y otras van explicitándose a medida que los tri­

bunales van resolviendo casos, incluidos aquellos en los que se examina la constitucionalidad de las 

reglas específicas contenidas en las leyes. No hay duda de que el legislador democrático puede dar espe­

cificidad a los límites a las libertades de expresión e imprenta previstos genéricamente en la Constitución, 

y que ni siquiera el Código Penal o la Ley de Imprenta pueden ser excluidos de raíz de entre los medios de 

que puede valerse a tal efecto, aunque cualquier regulación operada mediante normas penales debe ser 

analizada con extrema cautela. Sin embargo, también es indudable que la labor de ponderación legislativa 

efectuada ha de ser compatible con previsiones constitucionales que tienen fuerza normativa directa y que 

no dan carta blanca a las autoridades públicas para desarrollarlas, pues de lo contrario se pondría en 

riesgo el carácter supra legal de los derechos fundamentales y se otorgarían atribuciones extraordinarias 

al legislador ordinario.

Amparo directo en revisión 2044/2008. 17 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Francisca María Pou Giménez y Roberto Lara Chagoyán.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, Primera Sala, p. 286, Tesis: 
1a. CCXVIII/2009, Registro: 165761.
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PRUEBA PERICIAL EN GENÉTICA. POR REGLA GENERAL, EL DESECHAMIENTO DE LA 
OFRECIDA POR EL QUEJOSO NO ES UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN, EN CONTRA 
DEL CUAL PROCEDA EL AMPARO INDIRECTO.*

Conforme a la jurisprudencia sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

de rubro: " SU ADMISIÓN Y DESAHOGO TIENEN UNA EJECUCIÓN DE IMPOSIBLE REPARACIÓN SUSCEP­

TIBLE DE AFECTAR DERECHOS SUSTANTIVOS DE LA PERSONA.", publicada con el número 1a./J. 17/2003, 

en la página 88 del Tomo XVII, abril de 2003, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, la admisión y el desahogo de la prueba pericial en genética ofrecida por la contraparte del 

quejoso son actos de ejecución irreparable, ya que implican la intromisión a los derechos de la persona­

lidad, intimidad, integridad, individualidad y privacidad de quien será objeto de ella, mediante la toma de 

muestras de su tejido celular, que puede tener como resultado poner en evidencia características gené­

ticas diversas a aquellas que son objeto de la litis en el juicio natural. Sin embargo, por regla general, esa 

afectación directa e inmediata de derechos sustantivos no se actualiza con el desechamiento de la ofrecida 

por el quejoso, pues con motivo de ello no se procederá a su desahogo ni, por ende, a la extracción de 

tejido celular, con las consecuencias señaladas. Por el contrario, la única afectación que resiente el quejoso 

con el desechamiento de esa probanza es que no se acumule al acervo probatorio el resultado de ese 

medio de convicción, lo que únicamente afecta derechos adjetivos que pueden repararse en caso de 

obtener sentencia favorable, y de no ser así, impugnarse en vía de agravios en la apelación o, de ser 

necesario, como violación procesal en el juicio de amparo directo que llegara a promoverse, en términos 

de la fracción III del artículo 159 de la ley de la materia; y aunado a ello, el referido desechamiento no 

constituye una violación procesal que afecte a las partes en grado predominante o superior, porque de él 

no depende la suerte de todo el juicio natural, pues no incide en su continuación ni conlleva el riesgo de 

que su tramitación resulte ociosa o innecesaria.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 316/2008. 2 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario: Carlos Alberto González García.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, diciembre de 2008, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1068, Tesis: VI.2o.C.638 C, Registro: 168287.
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REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL. PARA SU CONDENA BASTA QUE SE ACREDITE QUE 

CON LA COMISIÓN DEL DELITO SE AFECTARON LOS DERECHOS DE LA PERSONALIDAD 

DE LA VÍCTIMA O DEL OFENDIDO, CON INDEPENDENCIA DE LA NATURALEZA DE AQUÉL 

(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).*

De acuerdo con el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, apartados A 

y B, fracciones I y IV, respectivamente, la reparación del daño tiene la finalidad de que la víctima o el 

ofendido por el delito sean resarcidos de los daños y perjuicios que sufran por la perpetración de un delito 

cometido en su contra, por lo que deberá condenarse por este concepto siempre que el Ministerio Público 

lo solicite, atento a las facultades que como órgano persecutor de los delitos le otorga el diverso artículo 21 

constitucional, y el juzgador emita sentencia condenatoria. Sobre el tema, el artículo 50 bis del Código de 

Defensa Social del Estado de Puebla dispone: "La reparación del daño por el delincuente, tiene el carác­

ter de pena pública independientemente de la acción civil y se exigirá de oficio por el Ministerio Público, 

determinando su cuantía con base en las pruebas obtenidas en el proceso"; en tanto que el diverso nu­

meral 51, fracción II, de esta codificación estatuye que "La reparación del daño y de los perjuicios causados 

por el delito, comprende: ... La indemnización del daño material y moral, así como el resarcimiento de 

los perjuicios ocasionados"; al respecto, el artículo 1958 del Código Civil de la entidad establece que el 

daño moral "resulta de la violación de los derechos de la personalidad". Ahora bien, estos derechos se 

encuentran comprendidos en el capítulo segundo de dicho código, específicamente en los artículos 74 

y 75 que establecen, respectivamente: "Los derechos de la personalidad son inalienables, imprescriptibles, 

irrenunciables, ingravables y pueden oponerse a las autoridades y a los particulares sin más límite que 

el derecho similar de estos últimos"; "... son ilícitos los hechos o actos que: 1. Dañen o puedan dañar la vida 

de ellas; 2. Restrinjan o puedan restringir, fuera de los casos permitidos por la ley, su libertad; 3. Lesionen 

o puedan lesionar la integridad física de las mismas; 4. Lastimen el afecto, cualquiera que sea la causa de 

éste, que tengan ellas por otras personas o por un bien". Del citado marco legal deriva, que basta la 

solicitud del agente del Ministerio Público, la emisión de una sentencia condenatoria, y que se acredite en 

actuaciones que se afectaron en mayor o menor grado los derechos de la personalidad de un individuo, 

entendidos como la libertad, integridad física, afecto propio o hacia otras personas, honor, reputación y 

vida privada, para que sea procedente el pago de la condena de la reparación del daño moral, esto, con 

independencia de la naturaleza del ilícito por el que se condenó al activo, pues de los numerales que 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, octubre de 2008, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2439, Tesis: VI.1o.P.259 P, Registro: 168561.
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regulan la condena por este concepto, no se desprende que su procedencia esté supeditada a la comisión 

de un delito determinado. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 187/2008. 26 de junio de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel Vélez Barajas. 
Secretaria: Silvia Gómez Guerrero.
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SUPLENCIA DE LA QUEJA EN EL AMPARO. PROCEDE TRATÁNDOSE DE VIOLACIONES A 
LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES Y A LOS TRATADOS INTERNACIONALES SUSCRITOS POR 
MÉXICO QUE ATENTEN CONTRA LA LIBERTAD DE LAS PERSONAS Y SUS SECUELAS.*

Es posible aplicar la suplencia de la queja deficiente prevista por la fracción II, del artículo 76 Bis de la 

Ley de Amparo, en un caso donde se reclame el pago del daño moral derivado de la privación ilegal de 

la libertad personal pues, conforme al criterio del más Alto Tribunal de la Nación sobre la protección 

superior, jurídica y axiológicamente hablando de la libertad de las personas, ésta es susceptible de salva­

guardar, con fundamento en los artículos 1o., 14, 16, 103 y 107 y demás relativos de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. A lo anterior, debe sumarse lo previsto por los tratados internacionales, en 

términos del artículo 133 constitucional, en lo referente a las medidas que deben adoptar los Estados para 

la protección de los derechos humanos, pues el acto privativo tiene consecuencias que atentan contra el 

honor y la reputación de las personas que también es un derecho fundamental inherente a los seres 

humanos que debe ser protegido con la misma intensidad que la privación ilegal de libertad por derivar 

de ésta.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 344/2008. **********. 10 de julio de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Julio César Vázquez-
Mellado García. Secretario: Benjamín Garcilazo Ruiz.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, agosto de 2008, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1204, Tesis: I.7o.C.47 K, Registro: 169032.
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PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR. LA DIFUSIÓN DE LAS IRREGULARIDADES 
COMETIDAS POR LOS PROVEEDORES Y LA CLASIFICACIÓN DE ÉSTOS COMO INFRAC­
TORES, AL SER UN ACTO DE MOLESTIA DEBE CUMPLIR CON LA FUNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN QUE EXIGE EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.*

Si bien es cierto que los artículos 1 a 10 y 13 a 26 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa­

ción Pública Gubernamental y 6o. a 9o., 13, 20, 24 y 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, 

facultan a la Procuraduría Federal del Consumidor para informar a la sociedad sobre los resultados de su 

gestión, control y verificación, a efecto de que el consumidor pueda ejercer sus derechos en la contra­

tación de los bienes y servicios que le son ofrecidos, también lo es que el ejercicio de esa actividad, en 

cuanto puede afectar el honor o reputación de los proveedores, aun cuando no es un acto de privación, 

sino de molestia, debe ceñirse a los requisitos de fundamentación y motivación que prevé el artículo 16 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En este sentido, aunque no puede exigirse 

que en cada caso exista un mandamiento escrito que ordene la inserción en la página de Internet de las 

denuncias y reportes contra los proveedores, el número de visitas de verificación practicadas a éstos, 

las medidas adoptadas por la institución en cuanto a dichas quejas y los amparos promovidos contra 

aquéllas, porque el acto no está dirigido a un particular, es necesario, que esté fundado en la ley que 

faculte a la autoridad para difundir la información, además de que los datos que haga públicos sean 

objetivos y se identifiquen las fuentes. De esta manera, debe estimarse inconstitucional la información 

relativa a que un establecimiento ha cometido irregularidades, si la autoridad sólo exhibe actas de veri­

ficación en donde se hacen constar ciertos hechos pero no acredita que se haya dictado alguna resolución 

que clasifique esos actos y declare infractor al proveedor de que se trate.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 39/2007. **********, S.A. de C.V. y otras. 16 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. 
Ponente: Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: Sergio Padilla Terán.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, julio de 2007, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2681, Tesis: I.8o.A.125 A, Registro: 171954.
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VIDA PRIVADA. EL ARTÍCULO 1o. DE LA LEY SOBRE DELITOS DE IMPRENTA, AL PROTEGER 
EL HONOR Y LA REPUTACIÓN FRENTE A CUALQUIER MANIFESTACIÓN O EXPRESIÓN 
MALICIOSA, NO EXCEDE EL LÍMITE ESTABLECIDO POR EL ARTÍCULO 7o. DE LA CONSTI­
TUCIÓN FEDERAL.*

Conforme al artículo 7o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la libertad de 

imprenta halla sus límites en el respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública. Ahora bien, el 

derecho fundamental a la vida privada consiste en la facultad que tienen los individuos para no ser inter­

feridos o molestados por persona o entidad alguna, en todo aquello que desean compartir únicamente 

con quienes ellos eligen; así, este derecho deriva de la dignidad de la persona e implica la existencia de un 

ámbito propio y reservado frente a la acción y conocimiento de los demás. Existe una serie de derechos 

destinados a la protección de la vida privada, entre ellos el del honor, que es un bien objetivo que permite 

que alguien sea merecedor de estimación y confianza en el medio social donde se desenvuelve y, por ello, 

cuando se vulnera dicho bien, también se afectan la consideración y estima que los demás le profesan, 

tanto en el ámbito social como en el privado. En esa tesitura, se concluye que cuando se lesiona el honor 

de alguien con una manifestación o expresión maliciosa, se afecta su vida privada, por lo que el artículo 

1o. de la Ley sobre Delitos de Imprenta, al proteger el honor y la reputación de una persona frente a la 

libertad de expresión de otra, no excede el límite del respeto a la vida privada establecido en el citado 

artículo 7o., pues tanto el honor como la reputación forman parte de ella.

Amparo directo en revisión 402/2007. 23 de mayo de 2007. Mayoría de tres votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Ana Carolina Cienfuegos Posada.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, julio de 2007, Primera Sala, p. 272, Tesis: 
1a. CXLVIII/2007, Registro: 171882.
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LIBERTAD DE IMPRENTA. ALCANCES.*

Conforme a la evolución de los artículos 6o. y 7o. constitucionales se puede advertir la intención del 

legislador en que exista una norma que reconozca el derecho del hombre a externar sus ideas, con limi­

taciones específicas, tendentes a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, lo que 

se le conoce como la libertad de expresión (oral) así como de la publicación de ideas (imprenta), las 

cuales en su ejercicio no deben menoscabar la moral, los derechos de tercero, la vida privada que implica 

el honor, la dignidad y el derecho a la intimidad de una persona, en su familia y decoro; tampoco pue­

den, en ejercicio de ese derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público por lo que si bien la 

sociedad tiene derecho a estar informada y esto se logra a través de los medios masivos de comunicación, 

la información difundida deberá ser veraz, objetiva, verdadera, justa, de calidad, íntegra, además de hones­

ta y conveniente; es decir, que refleje la realidad y respete los principios morales del hombre, sus legítimos 

derechos y dignidad, tanto en la obtención de la noticia como en su divulgación.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 550/2006. **********. 9 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco 
Mota Cienfuegos. Secretaria: María Estela España García.

Amparo directo 551/2006. **********. 9 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco 
Mota Cienfuegos. Secretaria: María Estela España García.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, marzo de 2007, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1711, Tesis: I.3o.C.606 C, Registro: 172990.
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HONOR Y REPUTACIÓN COMO DERECHOS DE LA PERSONALIDAD. CUANDO SE RECLAMA 
EN JUICIO LA INDEMNIZACIÓN CORRELATIVA POR EL DAÑO MORAL OCASIONADO, NO 
DEBE DEMOSTRARSE SU EXISTENCIA, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO, SINO EN TODO 
CASO LOS ACTOS MATERIALES IMPUTADOS A QUIEN SE ATRIBUYE SU AFECTACIÓN 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).*

El honor y la reputación, son cualidades inherentes a la persona conforme lo establece el artículo 76, en su 

numeral 1, del Código Civil para el Estado de Puebla, al identificarlos como integrantes de los derechos 

de la personalidad, y su violación, en términos del arábigo 1958 del propio código sustantivo genera el de­

recho a reclamar el daño moral ocasionado. Por tanto, cuando se pretenda en juicio el pago de la indem­

nización correlativa, no debe considerarse como un elemento objetivo a demostrar la existencia de los 

citados atributos o que éstos fueran reconocidos por la sociedad antes y después del acto que motiva su 

afectación, al que se considera fuente de responsabilidad exigida, salvo prueba en contrario, ya que las 

indicadas cualidades son consustanciales a la persona misma y lo único que, en todo caso, debe ser 

objeto de demostración en la justificación de esta acción, son los actos materiales imputados a quien se 

atribuye su afectación y que pudieran traer como consecuencia la transgresión de tales derechos.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 402/2004. ********** y otros. 24 de febrero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa 
Tejada Hernández. Secretario: Crispín Sánchez Zepeda.

Nota: Por ejecutoria de fecha 5 de noviembre de 2008, la Primera Sala declaró inexistente la contradicción de 
tesis 78/2008-PS en que participó el presente criterio.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, mayo de 2005, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1467, Tesis: VI.2o.C.416 C, Registro: 178448.
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DAÑO MORAL. ES IMPROCEDENTE SU PAGO, SI LA ACCIÓN SE FUNDAMENTA EN EL 
SOLO HECHO DE QUE NO SE LLAMÓ A LOS DEMANDANTES A UN JUICIO SUCESORIO 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO).*

Los derechos de la personalidad (cuya violación produce daño moral que debe ser reparado mediante 

indemnización pecuniaria en términos del artículo 1391 del Código Civil para el Estado de Jalisco) son los 

bienes constituidos por determinadas proyecciones, físicas o psíquicas del ser humano, relativas a su 

integridad física y mental que las atribuye para sí o para algunos sujetos de derecho, y que son indi­

vidualizadas por el propio ordenamiento jurídico, lo que de suyo hace que no todas las proyecciones 

físicas o psíquicas de la persona sean trascendentales para el derecho, sino las que el legislador deter­

mine tutelar o plasmar en la norma; por tal virtud, es dable afirmar que el derecho subjetivo de la perso­

nalidad es aquel que cuenta con el reconocimiento del Estado a través de un ordenamiento jurídico. Así, 

de los artículos 28 y del 36 al 40 del Código Civil para el Estado de Jalisco, se infiere que tales derechos son 

el de la vida, de la integridad física y psíquica; a los afectos, sentimientos y creencias; al honor o repu­

tación; al título profesional, arte, oficio u ocupación; al nombre o seudónimo; a la presencia física; al secreto 

epistolar, telefónico, profesional, de telecomunicación y testamentario; a la vida privada y familiar, así como 

los derechos sobre el cadáver. Por lo que resulta innegable que es improcedente la acción de pago de 

daño moral que se sustenta en la simple circunstancia de que no se llamó a los quejosos a un juicio su­

cesorio intestamentario, dado que ese hecho, per se, no constituye un derecho de la personalidad reco­

nocido y sancionado por el Estado.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO.

Amparo directo 608/2004. ********** y otra. 3 de febrero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique 
Dueñas Sarabia. Secretario: César Augusto Vera Guerrero.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, mayo de 2005, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1447, Tesis: III.5o.C.91 C, Registro: 178483.
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DAÑO MORAL Y DERECHO A LA INFORMACIÓN.*

Los artículos 6o. y 7o. de la Constitución Federal establecen el marco jurídico que a la vez que consagra el 

derecho a la libre manifestación de las ideas y la libertad de imprenta, les impone límites consistentes en 

que la manifestación de las ideas no debe ejercerse en forma que ataque la moral, los derechos de tercero, 

provoque algún delito o perturbe el orden público; la libertad de imprenta tiene por límite el respeto a la 

vida privada, la moral y la paz pública. Por su parte, el artículo 1o. de la Ley de Imprenta prevé lo que se 

considera como ataques a la vida privada, y en su fracción I establece que lo es toda manifestación o 

expresión hecha por la imprenta o que de cualquier otra manera circule en la opinión pública donde 

se expone a una persona al odio, desprecio o ridículo y que pueda causarle demérito en su reputación e 

intereses. Como se advierte, en el supuesto de la fracción I resulta irrelevante que la información o mani­

festación sea falsa o verdadera. Basta que se exponga a una persona al odio, desprecio o ridículo. El decoro 

está integrado por el honor, el respeto, la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación. 

Se basa en el principio de que a toda persona, por el hecho de serlo, se le debe considerar honorable, 

merecedora de respeto. La conculcación de este bien se configura en sentido negativo, cuando el sujeto 

activo, sin fundamento, daña a una persona en su honor o en la estimación que los demás tienen de ella en 

el medio social en que se desenvuelve y que es donde directamente repercute en su agravio. El honor 

es un bien objetivo que hace que la persona sea merecedora de confianza. Si una persona sufre una 

afectación en la consideración que de ella tienen los demás, se debe entender como una lesión a la estima 

que los demás le profesan, o sea, al trato con urbanidad y respeto que merece. El límite entre la libertad de 

expresión y la conducta ilegal del agente sólo puede establecerse mediante la ponderación de los derechos 

en presencia, para determinar si la restricción que se impone el derecho de información y expresión está 

o no justificada por la limitación que sufriría el otro derecho a la intimidad. Dada su función institucional, 

cuando se produzca una colisión entre ambos derechos, el de la información goza de una posición pre­

ferente, y las restricciones a ese derecho deben interpretarse de tal modo que su contenido esencial no 

resulte desnaturalizado. Tal valor preferente no es, sin embargo, absoluto. Si se le reconoce como garantía 

de la opinión pública, sólo puede legitimar intromisiones en otros derechos fundamentales que guarden 

congruencia con esa finalidad, o sea, que resulten relevantes para la formación de la opinión pública. 

Carecerá de protección cuando se ejercite de manera desmesurada a ese fin.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, marzo de 2003, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1709, Tesis: I.4o.C.57 C, 184669.
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Amparo directo 14424/2002. **********, S.A. de C.V. y otras. 13 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gilda Rincón Orta. Secretaria: Carmina S. Cortés Pineda.

Nota: Por ejecutoria del 18 de septiembre de 2013, la Primera Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 
224/2013 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no son 
discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva.



Honor 327

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS 
ARTÍCULOS 6o., 7o. Y 24 CONSTITUCIONALES.*

El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, el respeto, la circunspección, la hones­

tidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 6o. otorga a toda persona el derecho de mani­

festar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que sometan dicha manifestación a inquisición 

judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los derechos de tercero, provoquen algún delito o 

perturben el orden público. Así, la manifestación de las ideas se encuentra consagrada como uno de los 

derechos públicos individuales fundamentales que reconoce la Constitución, oponible por todo individuo, 

con independencia de su labor profesional, al Estado, y los artículos 7o. y 24 de la propia Carta Fundamental 

se refieren a aspectos concretos del ejercicio del derecho a manifestar libremente las ideas. El primero, 

porque declara inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia y, el segundo, por­

que garantiza la libertad de creencias religiosas. Así, el Constituyente Originario al consagrar la libertad de 

expresión como una garantía individual, reconoció la necesidad de que el hombre pueda y deba, siempre, 

tener libertad para apreciar las cosas y crear intelectualmente, y expresarlo, aunque con ello contraríe otras 

formas de pensamiento; de ahí que sea un derecho oponible al Estado, a toda autoridad y, por ende, es 

un derecho que por su propia naturaleza debe subsistir en todo régimen de derecho. En efecto, la historia 

escrita recoge antecedentes de declaraciones sobre las libertades del hombre, y precisa que hasta el 

siglo XVIII, se pueden citar documentos sobre esa materia. No hay duda histórica sobre dos documentos 

básicos para las definiciones de derechos fundamentales del hombre y su garantía frente al Estado. El pri­

mero es la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, producto de la Revolución Francesa, 

la cual se mantiene viva y vigente como texto legal por la remisión que hace el preámbulo de la Constitu­

ción de Francia de fecha veinticuatro de diciembre de mil setecientos noventa y nueve. El segundo, es la 

Constitución de los Estados Unidos de América, de diecisiete de septiembre de mil setecientos ochenta y 

siete. En la historia constitucional mexicana, que recibe influencia de las ideas políticas y liberales de 

quienes impulsaron la Revolución Francesa, así como contribuciones de diversas tendencias ideológicas 

enraizadas en las luchas entre conservadores y liberales que caracterizaron el siglo XIX, tenemos que se 

hicieron y entraron en vigor diversos cuerpos constitucionales, pero en todos ellos siempre ha aparecido 

una parte dogmática que reconoce derechos inherentes al hombre, y que ha contenido tanto la libertad de 

expresión como la libertad de imprenta. Por otra parte, los antecedentes legislativos relacionados con la 

reforma y adición a la Constitución de mil novecientos diecisiete, en elación al artículo 6o. antes precisado, 

tales como la iniciativa de ley, el dictamen de la comisión que al efecto se designó, y las discusiones y el 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, septiembre de 2001, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1309, Tesis: I.3o.C.244 C, Registro: 188844.
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proyecto de declaratoria correspondientes, publicados, respectivamente, en los Diarios de los Debates 

de los días seis, veinte de octubre y primero de diciembre, todos de mil novecientos setenta y siete, ponen de 

relieve que el propósito de las reformas fue el de preservar el derecho de todos respecto a las actividades 

que regula. Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad una obten­

ción de información oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos de comunicación. 

Conforme a la evolución del artículo 6o. constitucional vigente y comparado con lo que al respecto se ha 

regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitucional, quienes han tenido el 

depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado porque existiera una Norma Suprema 

que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones específicas tendientes a 

equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que en ejercicio de ese derecho 

no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el honor, la dignidad y el derecho a la 

intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco puede, en ejercicio de ese derecho, provocar 

algún delito o perturbar el orden público. Asimismo, ese derecho del individuo, con la adición al contenido 

original del artículo 6o., quedó también equilibrado con el derecho que tiene la sociedad a estar veraz 

y objetivamente informada, para evitar que haya manipulación. Así, el Estado asume la obligación de 

cuidar que la información que llega a la sociedad a través de los grandes medios masivos de comuni­

cación, refleje la realidad y tenga un contenido que permita y coadyuve al acceso a la cultura en general, 

para que el pueblo pueda recibir en forma fácil y rápida conocimientos en el arte, la literatura, en las 

ciencias y en la política. Ello permitirá una participación informada para la solución de los grandes pro­

blemas nacionales, y evitará que se deforme el contenido de los hechos que pueden incidir en la formación 

de opinión. Luego, en el contenido actual del artículo 6o., se consagra la libertad de expresarse, la cual es 

consustancial al hombre, y que impide al Estado imponer sanciones por el solo hecho de expresar las 

ideas. Pero correlativamente, esa opinión tiene límites de cuya transgresión derivan consecuencias jurí­

dicas. Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se exterioricen no 

deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en el respeto mutuo 

y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los derechos de la persona; 

tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a la provocación de un delito o a la perturbación del 

orden público. De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por 

parte del Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en el ejer­

cicio de ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe 

el orden público.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 8633/99. **********. 8 de marzo de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. 
Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmorán.
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DAÑO MORAL. LOS PADRES DEL MENOR FALLECIDO TIENEN LEGITIMACIÓN PARA 
RECLAMAR SU REPARACIÓN, CUANDO FORMULAN ESA RECLAMACIÓN POR LA AFEC­
TACIÓN SUFRIDA EN LO PERSONAL CON MOTIVO DE LA MUERTE DE AQUÉL (LEGIS­
LACIÓN DEL ESTADO DE CHIHUAHUA).*

El artículo 1801 del Código Civil del Estado de Chihuahua define al daño moral, como la afectación que una 

persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configu­

ración y aspecto físico, o bien en la consideración que de sí misma tienen los demás; luego, y dado los 

términos de esa definición legal, es claro que la pérdida de un hijo afecta moralmente y de manera directa 

a los padres de este último; por tanto, es evidente que los padres del menor fallecido poseen legitimación 

para reclamar ese daño moral que sufrieron en lo que a sus personas corresponde, con la defunción de su 

hijo, pues además de sufrir el daño afectivo que en sí mismo implica una pérdida de esa naturaleza, 

también implica la pérdida de un posible soporte económico que recibirían de dicho menor de haber éste 

continuado su ida; distinta situación sería, si los padres reclamaren sustancialmente la reparación del 

daño sufrido directamente por su menor hijo con motivo de haber perdido la vida este último, ya que en 

esta hipótesis pudiera considerarse, que la legitimación para reclamar ese tipo de daño, corresponde a la 

sucesión del menor, por tratarse de un derecho que ingresó al patrimonio de éste; lo anterior se estima 

de esa manera, pues una hipótesis es el que los padres reclamen el daño moral que sufrieron ellos en su 

persona, con la muerte de un hijo, pues en este caso la reparación que se busca con ese tipo de recla­

mación va enfocada al daño moral sufrido por ellos en lo personal, por lo que si éstos buscan ese tipo de 

reparación, es claro que están legitimados para ello, dado que no reclaman la reparación del daño sufrido 

directamente por el hijo por el que no reclaman la reparación del daño sufrido directamente por el hijo por 

el hecho de la defunción, sino el daño sufrido por ellos con la pérdida de este último; mientras que distinto 

caso resulta cuando se reclama el daño sufrido directamente por el hijo con la privación de su vida, ya que 

en esta hipótesis podría llegar a considerarse que a quien correspondería hacer efectivo el derecho a la 

reparación de ese daño, sería a la sucesión del menor fallecido, en tanto que pudiera también estimarse 

que ese derecho ingresó a la masa hereditaria de esa sucesión.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

Amparo directo 892/97. **********, S.A. de C.V. 10 de febrero de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Luis 
Ignacio Rosas González. Secretario: José Luis Estrada Amaya.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, marzo de 2000, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 979, Tesis: XVII.1o.13 C, Registro: 192293.
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DIFAMACIÓN, DELITO DE. PARA SU TIPIFICACIÓN NO SE REQUIERE EL DAÑO EFECTIVO 
AL PASIVO, BASTA LA POSIBILIDAD DE LESIONAR SU HONOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE CHIAPAS).*

De conformidad con la definición que da el artículo 164 del Código Penal del Estado de Chiapas, se advierte 

que el delito de difamación no requiere para su tipificación el daño efectivo al honor del sujeto pasivo, pues 

basta la simple posibilidad de lesionar el honor de éste, al señalar dicho numeral con toda claridad como 

elemento del tipo: "... que pueda causarle deshonra, descrédito, perjuicio o afecte su reputación..". 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO.

Amparo en revisión 52/97. **********. 12 de junio de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Ramón Gopar 
Aragón. Secretario: Ramiro Joel Ramírez Sánchez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 56, Segunda Parte, página 39, tesis de rubro: 
"DIFAMACIÓN, BIEN TUTELADO EN EL DELITO DE.".

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VI, septiembre de 1997, Tribunales Colegiados de Cir­
cuito, p. 672, Tesis: XX.1o.111 P, Registro: 197771.
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DAÑO MORAL. LA PUBLICACIÓN DE LA SENTENCIA QUE CONDENA A RESARCIR EL, 
SOLO PROCEDE EN AQUELLOS CASOS EN QUE SE HA MENOSCABADO O MANCILLADO 
EL HONOR DE LA PERSONA AFECTADA.*

Acorde con lo preceptuado por el artículo 1916, último párrafo del Código Civil para el Distrito Federal, 

se desprende que si bien es cierto que se establece como medida idónea de un resarcimiento moral, la 

publicación de la sentencia que condena a una persona física o moral que resulte responsable de un daño 

causado; también lo es que esa sanción sólo es procedente en aquellos casos en que el daño moral afecta 

a la víctima en su decoro, honor, reputación o consideración, toda vez que es en esa circunstancia en que 

el espíritu del legislador, quiso que a través de los medios de información, se diera una reparación natural, 

por ejemplo, de un honor menoscabado, como lo es una difamación, etcétera, pretendiendo con ello 

compensar de alguna manera el mal causado, con el ánimo de que por medio de una divulgación, se anule 

alguna noticia propalada o no; pero no así cuando el detrimento se ocasiona en el aspecto físico, a más de 

otros males inmateriales de difícil evaluación.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo directo 326/96. **********, S.A. de C.V. 15 de febrero de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor 
Hugo Díaz Arellano. Secretaria: María Teresa Covarrubias Ramos.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, marzo de 1996, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 911, Tesis: I.6o.C.42 C, Registro: 202917.
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DIFAMACIÓN, DELITO DE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO). PARA SU CON­
FIGURACIÓN SE REQUIERE QUE EL DAÑO AL BIEN JURÍDICO TUTELADO, EL HONOR DEL 
SUJETO PASIVO, SEA EFECTIVO.*

Del análisis de los elementos que configuran el delito de difamación, que establece el artículo 151 del 

Código Penal para el Estado de Guerrero, se desprenden los siguientes: a) Una acción de comunicar algo; 

b) Que dicha comunicación sea dolosa; c) Que mediante esa comunicación se impute a una persona física 

o colectiva un hecho que cause a ésta descrédito, deshonra o afecte su reputación. Así, es inaplicable 

al caso el criterio jurídico sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

consultable en la página 341, de los precedentes que no habían integrado jurisprudencia durante el lapso 

de 1979- 1985, la cual es del siguiente tenor: "DIFAMACIÓN, El delito de difamación no requiere el daño efec­

tivo al honor del sujeto pasivo, pues basta la simple posibilidad de lesionar el honor de otro, como lo evi­

dencia con toda claridad la frase exigida por el tipo 'que pueda causarle deshonra, descrédito, perjuicio o 

exponerla al desprecio de alguno'; toda vez que, como claramente puede observarse, el referido criterio 

jurídico deriva de un precepto penal, cuya redacción y, por ende, el tipo que define, difiere del dispositivo de 

la ley penal del Estado de Guerrero, que contiene la definición del delito de difamación, pues mientras la 

redacción del tipo penal aludida, en la tesis de que se trata, admite la sola posibilidad de lesionar el honor 

del sujeto pasivo, como un elemento constitutivo de la figura típica en comento, conforme al texto de la ley 

penal en vigor en el Estado de Guerrero, para configurar dicho ilícito, se requiere que el daño al honor, 

confianza o reputación del sujeto pasivo, bienes jurídicos tutelados por la norma, sea efectivo. Conforme a 

lo expuesto, para BIEN TUTELADO EN EL DELITO DE. tener comprobado el cuerpo del delito de difama­

ción, previsto y sancionado por el artículo 151 del Código Penal para el Estado de Guerrero, es necesario 

justificar que, en la voluntad de aquellas personas a quienes se les comunicó dolosamente la imputación 

hecha a determinada persona, o en la de quienes, de cualquier otra forma, hayan tenido conocimiento de 

esa comunicación, se produjo un estado de ánimo tal que, los llevó a considerar y formarse una opinión 

de aquellas a quienes se hizo la imputación, como personas no merecedoras de crédito y confianza, no 

honorables o de mala reputación, precisamente a consecuencia de haber tenido conocimiento del hecho 

motivo de la comunicación dolosa efectuada por el sujeto activo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 113/93. **********. 6 de mayo de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Martiniano Bautista 
Espinoza. Secretario: Javier Cardoso Chávez.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo XII, julio de 1993, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 200, 
Registro: 215903.
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DERECHOS DE AUTOR, EL DERECHO DE DIVULGACIÓN QUE TIENE EL AUTOR DE UNA 

OBRA INTELECTUAL O ARTÍSTICA SE ENCUENTRA PROTEGIDO EN LA LEY FEDERAL DE.*

En el artículo 2o. de la Ley Federal de Derechos de Autor, se encuentran plasmadas las dos clases de dere­

chos que el propio ordenamiento otorga a los autores de una obra intelectual o artística: una clase de 

derechos de la doctrina denomina de tipo "moral" y otra de tipo "patrimonial". La primera clase de derechos 

protege el vínculo entre la obra y su creador, en tanto que la segunda protege el interés económico, 

reconociendo al autor el disfrute exclusivo de los beneficios patrimoniales de su obra durante un período 

determinado. Las dos primeras fracciones del artículo citado se refieren a los derechos de tipo moral, en 

tanto que la tercera versa sobre los derechos patrimoniales. Los derechos de tipo moral antes indicados, 

según el artículo 3o. de la Ley Federal de Derechos de Autor, se consideran unidos a la persona de su 

creador (se coincide con la doctrina que considera a los derechos de autor como un atributo de la persona 

y por eso los incluye dentro de los derechos de la personalidad) y son perpetuos, inalienables, impres­

criptibles e irrenunciables, se transmite el ejercicio de los derecho a los herederos legítimos o a cualquier 

persona por disposición testamentaria, conforme al artículo 4o. de la propia ley son transmisibles por 

cualquier medio legal. Es de suma importancia resaltar, que ambos tipos de derecho surten plenos efectos 

y se encuentran protegidos por la Ley Federal de Derechos de Autor, tan pronto como las obras constan por 

escrito, en grabaciones o en cualquier forma de objetivación perdurable y que sea susceptible de repro­

ducirse o hacerse del conocimiento del público por cualquier medio aun cuando no se encuentren re­

gistradas ni se publiquen, o cuando las obras sean inéditas, independientemente del fin a que puedan 

destinarse (artículo 7o., último párrafo y 8o., de la ley citada). Dentro del cúmulo de derechos de tipo moral 

es importante destacar, el que se refiere al derecho personalísimo que tiene el autor a decidir la divul­

gación de su obra, es decir a la facultad discrecional que tiene para comunicar su obra al público o de 

conservarla para sí. Es verdad que el artículo 2o. de la Ley Federal de Derechos de Autor, no hace mención 

expresa al derecho que tiene el creador de una obra científica o artística a decidir sobre la divulgación de 

su obra; sin embargo, el mismo se encuentra implícito en las dos primeras fracciones del precepto invo­

cado, pues si éstas aluden al reconocimiento de su calidad de autor al creador de una obra (derecho de 

paternidad), y conceden además al propio autor acción en contra de lo que redunde en demérito de su 

creación, o mengua del honor, del prestigio o de su reputación, es difícil concebir que el autor de una obra 

tuviera estas prerrogativas si no contara con un derecho a decir la divulgación de su obra, pues puede 

*	 Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 217-228, Sexta Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 216, 
Registro: 246769.
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darse el caso que sólo impidiendo la divulgación es como podría salvaguardar su honor y reputación. 

Además, el segundo párrafo del artículo 5o., de la ley citada, dice textualmente: "... sin consentimiento del 

autor no podrá publicarse, difundirse, representarse ni exponerse públicamente las traducciones, com­

pendios, adaptaciones, transportaciones, arreglos, instrumentaciones, dramatizaciones o transforma­

ciones, ni totales ni parciales de su obra..". Es por esta razón que procede sostener, que dentro de los 

derechos de tipo moral protegidos por la Ley Federal de Derechos de Autor, se encuentra el de decidir 

sobre la divulgación de la obra. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 68/87. **********. 19 de marzo de 1987. Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes 
Zapata. Secretario: Eduardo López Pérez.

Nota: En el Informe de 1987, la tesis aparece bajo el rubro "LEY FEDERAL DE DERECHOS DE AUTOR. EL DERE­
CHO DE DIVULGACIÓN QUE TIENE EL AUTOR DE UNA OBRA INTELECTUAL O ARTÍSTICA SE ENCUENTRA 
PROTEGIDO EN LA.".
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DERECHOS DE AUTOR, OBJETO DE LA LEY FEDERAL DE.*

Los derechos de autor se fundan en la necesidad de proteger el talento creador del individuo, con inde­

pendencia de las cosas en donde aparezca exteriorizado y objetivado ese poder creador. Esto es así, porque 

el artículo 1o. de la Ley Federal de Derechos de Autor dispone, que tal ordenamiento tiene por objeto la 

protección de los derechos que la misma ley establece en beneficio del autor de toda obra intelectual 

y artística, y conforme al artículo 2o. del propio cuerpo legal, éste prevé y protege en favor del autor de una 

obra intelectual o artística los siguientes derechos: "... El reconocimiento de su calidad de autor; I El de 

oponerse a toda deformación, mutilación o modificación de su obra, que se lleve a cabo sin su autori­

zación, así como a toda acción que redunde en demérito de la misma o mengua del honor, del prestigio o 

de la reputación del autor;...II El usar o explotar temporalmente la obra, por sí mismo o por terceros, con 

propósito de lucro y de acuerdo con las condiciones establecidas por la ley". Estas disposiciones ponen de 

manifiesto, que el interés protegido en la ley citada es la obra del pensamiento o de la actividad intelectual 

y no las cosas en donde la obra del ingenio se exterioriza y recibe forma material, las cuales, por ser objeto 

de propiedad ordinaria, se encuentra regidas por las disposiciones correspondientes del Código Civil. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 68/87. **********. 19 de marzo de 1987. Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes 
Zapata. Secretario: Eduardo López Pérez. Nota: En el Informe de 1987, la tesis aparece bajo el rubro "LEY 
FEDERAL DE DERECHOS DE AUTOR. OBJETO DE LA.".

*	 Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 217-228, Sexta Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 220, 
Registro: 246771.
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DAÑO MORAL. SU REGULACIÓN.*

El artículo 1916 reformado del Código Civil para el Distrito Federal, señala que los sentimientos, afectos, 

creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos o bien la consideración 

que de uno tienen los demás son los llamados derechos de la personalidad, como adecuadamente los 

viene considerando la legislación civilista contemporánea y les concede una amplia gama de prerrogativas 

y poderes para garantizar al individuo el goce de estas facultades y el respeto al desenvolvimiento de su 

personalidad física y moral, pues el ser humano posee estos atributos inherentes a su condición que son 

cualidades o bienes de la personalidad que el derecho positivo reconoce o tutela adecuadamente, me­

diante la concesión de un ámbito de poder y un señalamiento del deber general de respeto que se impone 

a los terceros, el cual dentro del derecho civil, se tradujo en la concesión de un derecho subjetivo para 

obtener la reparación del daño moral en caso de que se atente "contra las legítimas afecciones y creencias 

de los individuos o contra su honor o reputación" (Exposición de motivos de la reforma legislativa).

Amparo directo 8339/86. ********** y otra. 6 de abril de 1987. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Ernesto 
Díaz Infante. Ponente: Jorge Olivera Toro. Secretaria: Hilda Martínez González.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Tercera Sala, Volumen 217-228, Cuarta Parte, p. 98, Registro: 239510.
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GOLPES, CONCEPTO DE HONOR, TUTELADO POR EL DELITO DE. LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE PUEBLA.*

La fracción III del artículo 330 del Código de Defensa Social del Estado de Puebla, tipifica el delito de 

golpes al establecer que lo comete aquel que "sin lesionar a otro le infiera cualquier otro golpe con inten­

ción de ofender". El bien tutelado por ese tipo delictivo no es la integridad corporal sino el honor del sujeto 

pasivo; concepto de honor que no sólo cubre la reputación sino todos lo bienes jurídicos y morales que 

tienen relación con la idea del honor como es el nombre de los hijos, la integridad del hogar y el derecho 

a la estabilidad conyugal. Ese bien se lesiona, por lo tanto, si dentro de su propio hogar y en presencia de 

sus hijos el ofendido es golpeado en el cuerpo y en la cara por su propio hermano, pues ello demuestra que 

éste actuó con el ánimo de ofender la dignidad de su pariente.

SEGUNDO TRIBUNAL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 19/86. ********** y coagraviados. 30 de septiembre de 1986. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 205-216, Sexta Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 248, 
Registro: 247834.
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DAÑO MORAL. SU PRUEBA EN LOS DELITOS SEXUALES.*

En tratándose de los delitos sexuales, el daño moral debe considerarse probado, aun cuando no se 

aporte en este respecto elemento alguno de prueba en los autos, dado que va implícito en la consumación 

del acto carnal realizado en la persona de la víctima, quien indudablemente resiente perjuicios al ser 

lesionados su honor y dignidad, que constituyen valores morales de los más preciados para la mujer ante 

sí misma y ante la sociedad y que indefectiblemente afectan su vida de relación, quedando el problema de 

la fijación del monto de la reparación correspondiente a la prudente apreciación del juzgador, teniendo 

en cuenta la capacidad económica del acusado y las condiciones materiales de la ofendida.

Amparo directo 3901/63. **********. 7 de agosto de 1964. Cinco votos. Ponente: Mario G. Rebolledo Fernández.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Volumen XC, Segunda Parte, Primera Sala, p. 19, Registro: 259423.
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CONSTRUCCIONES, DAÑOS CAUSADOS POR LAS.*

La indemnización equitativa, a título de reparación moral, que debe pagar el responsable de un hecho 

dañoso, en una cuantía que no podrá exceder de la tercera parte de lo que importe la responsabilidad civil, 

y que se consagra en el artículo 1916 del Código Civil del Distrito y Territorios Federales, solamente la puede 

acordar, o determinar el juzgador, cuando el hecho generador del daño, ha sido un hecho ilícito, y tra­

tándose del daño que se produce por un edificio a una construcción vecina, nuestra ley hace responsable 

al propietario, de su reparación material, que debe consistir en el restablecimiento a la situación anterior 

a él, en su caso, en el pago de los daños y perjuicios materiales, patrimoniales o económicos, es decir, sin 

comprender daños morales, que son los que hieren al honor, a la reputación, afectos o sentimientos, y no 

se afectan en la especie. La responsabilidad no es de origen contractual, sino precisamente extracon­

tractual, no subjetiva ni de culpa, sino objetiva, y existente, aunque obre sin culpa o negligencia, esta­

blecida por la ley. Se presenta, a pesar de no ser un hecho ilícito, la construcción de un edificio, en razón 

de que por su peso o por cualquier causa, ha originado algún daño, sin derecho; pero también, por no ser 

ilícito, no comprende indemnización alguna, a título de reparación moral.

Amparo directo 5720/61. **********. 15 de enero de 1964. Cinco votos. Ponente: Mariano Ramírez Vázquez.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Volumen LXXIX, Cuarta Parte, Tercera Sala, p. 26, Registro: 270274.
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LEGITIMA DEFENSA DEL HONOR (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL Y OAXACA).*

En el concepto del honor, tal y como lo emplea el legislador, tanto del Distrito Federal como del Estado de 

Oaxaca, se contienen dos ideas distintas: a) desde el punto de vista subjetivo, el honor es un sentimiento 

de la propia dignidad moral, por la personal valoración que el sujeto hace de sus méritos y virtudes y, 

b) desde el punto de vista objetivo, es el honor la apreciación y estima que los demás tienen de una persona 

por su aparente cumplimiento de los deberes morales, sociales y legales. En este último concepto, que es 

el que preferentemente adopta el código del Estado de Oaxaca, el honor se confunde con la reputación 

de las personas, o con el concepto exterior que merece su conducta.

Amparo directo 5375/56. **********. 20 de julio de 1957. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Luis Chico Goerne.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Volumen XII, Segunda Parte, Primera Sala, p. 152, Registro: 264067.
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LEGITIMA DEFENSA DEL HONOR.*

La legítima defensa del honor puede consistir en la repulsión de una agresión injusta que ataca la libertad 

sexual de una persona; la ley no especifica que al repeler la agresión se empleen o no medios violentos, 

lo que debe estar en concordancia con el ataque, es decir, debe repelerse la agresión en la medida nece­

saria para que cese en sus orígenes. Si un hombre trata de violar a una mujer, por la desigualdad física 

que a priori debe reconocerse entre ambos, hay que aceptar que la mujer tendrá que usar una defensa que 

permita superar su inferioridad y que en la inmensa mayoría de los casos consistirá en el uso de un arma 

que pondrá en peligro la integridad física y aun la vida de quien intentaba violarla. Es verdad que en tal 

situación es posible, hipótesis, pensar en una conducta diferente que evitaría igualmente la violación, 

como podría ser la huida o la petición de auxilio con posibilidad de obtenerlo, pero tales posibilidades toca 

demostrarlas a la parte acusadora, y apreciar la bondad de la solución propuesta, examinando el caso 

concreto a menos que se deduzcan de los hechos mismos en la forma en que hayan sido probados. Y no 

es el caso examinar cuál de los bienes en peligro de sucumbir, la vida o la libertad sexual es superior al 

otro, ya que mientras el atacante de la mujer se encuentra en una posición de actuación ilícita, ésta está 

en un plano de licitud, y por ello no pueden equipararse, para los efectos de una evaluación, los bienes 

jurídicos puestos en peligro.

Amparo penal directo 3120/50. **********. 7 de julio de 1952. Unanimidad de cuatro votos, por lo que respecta 
al primer punto resolutivo, y por la mayoría de tres votos, por lo que ve al segundo punto resolutivo del fallo. 
Ausente: Juan José González Bustamante. Disidente: Luis G. Corona. Ponente: Fernando de la Fuente.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CXIII, Primera Sala, p. 132, Registro: 297377.
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LEGITIMA DEFENSA DEL HONOR.*

Si por honor debe entenderse la calidad moral que induce al cumplimiento del deber, la buena reputación 

que sigue a la virtud, y la honestidad en las acciones sociales y morales y el concepto de él no sólo cubre 

la reputación, sino todos los bienes jurídicos y morales que tienen relación con la idea social del honor: el 

nombre de los hijos, la integridad del hogar, el respeto de la mujer propia, el derecho al amor y a la esta­

bilidad conyugal, ninguna de estas circunstancias concurren en favor del acusado que las alega, cuando 

él mismo afirma la ilicitud de sus relaciones con una mujer y el deshonor con que las alienta, por lo que su 

honor mancillado no puede ser alegado para configurar la excluyente relativo a las lesiones que causó a 

otra, por tener relaciones con la misma mujer.

Amparo penal directo 5500/44. **********. 1o. de julio de 1949. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Luis G. 
Corona. La publicación no menciona el nombre del ponente.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CI, Primera Sala, p. 14, Registro: 300541.
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CALUMNIA, COMPETENCIA TRATÁNDOSE DEL DELITO DE.*

Si el Juez del domicilio del ofendido, se estima competente para conocer del delito de calumnia, por 

considerar que los efectos de la acusación que en su contra presentó el reo, ante el Juez de diversa 

jurisdicción, fueron, precisamente, los de causar descrédito al dicho ofendido, y perjudicarlo en su repu­

tación personal, ante la sociedad del lugar en que éste residía; ciertamente que éste punto de vista, 

tratándose de delitos contra el honor de las personas, como es el de calumnia, podría ser aceptado en 

principio, pero como los efectos que esa clase de hechos delictuosos producen, no son de carácter tan­

gible o material, sino únicamente de proyecciones morales, no puede ni debe aceptarse tal criterio, pues 

en el mismo caso, esos efectos perjudiciales para la reputación del ofendido se producirían directamente 

también en todos los lugares de la República en donde fuera conocido por alguna o varias personas, y ello 

llevaría al absurdo de que la autoridad judicial de cualquiera de esos lugares podría declararse competente 

para conocer de la misma averiguación, lo que no es aceptable bajo ningún motivo, tanto más, cuanto que 

en materia penal no cabe prórroga de jurisdicción, y ésta sólo está delimitada por la competencia terri­

torial de cada autoridad judicial. Por consiguiente, la averiguación debe ser continuada ante el Juez del 

lugar donde se hizo la acusación que se dice calumniosa, porque en caso de que se llegue a declarar la 

existencia legal del delito de calumnia a que la misma se refiere, tal hecho delictuoso tuvo su génesis, 

precisamente, en ese lugar, y en el momento en que se dio por concluida la diversa averiguación que se 

había abierto en contra del ofendido, por acusación que le dirigió al reo, precisamente en ese lugar.

Competencia 28/41. Suscitada entre los Jueces de Primera Instancia del Ramo Penal de Mazatlán, Sinaloa, y de 
Primera Instancia de Topia, Durango. 21 de agosto de 1951. Unanimidad de cinco votos. La publicación no 
menciona el nombre del ponente.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CIX, Primera Sala, p. 1705, Registro: 298490.
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LEGITIMA DEFENSA DEL HONOR.*

Entre los bienes jurídicamente protegidos por la ley sustantiva penal que rige en el Distrito Federal, está 

el honor de las personas y se le concede igual protección que a los bienes y a la vida misma; por eso, el 

ataque al honor se estima como causa de justificación que exime de responsabilidad al reo. El legislador, 

en los delitos que comprometen el honor de las personas, ha reunido de hecho dos conceptos distintos: el 

honor, entendido como el sentimiento de nuestra propia dignidad que induce al cumplimiento del deber, y 

la estimación que de esos méritos hacen los demás y que se encuentran en el diverso concepto de repu­

tación. El honor, dentro de su más estricta significación, no puede ser lesionado sino por actos propios; por 

eso, el legislador ha juzgado conveniente darle la más amplia significación de reputación o buena fama; 

pero no es posible establecer sobre este punto reglas generales, pues depende en buena parte de muy 

diversas circunstancias: criterio, ilustración, antecedentes familiares, medio ambiente, etcétera. Por ello, 

el juzgador debe proceder con extrema cautela cuando deba decidir sobre lesiones causadas al honor de 

las personas, a fin de que el eximente de legítima defensa del honor, no se confunda con el crimen pa­

sional, y no se concibe la existencia del pundonor, herido que alega el homicida, cuando él mismo declara 

que le eran perfectamente conocidas las relaciones ilícitas de su esposa, que por otra parte, también eran 

del dominio público, según las informaciones de testigos, de modo que, en todo caso, faltará uno de los 

antecedentes necesarios de la legítima defensa, o sea, la actualidad de la agresión, ya que la última con­

fesión de la víctima, no constituye para su esposo una revelación inesperada, lo que hace pensar que se 

trata de un delito pasional, tanto más, si se tiene en cuenta la saña desplegada y el arrepentimiento pos­

terior, que indujo al homicida a presentarse voluntariamente a las autoridades.

Amparo penal directo 7758/40. **********. 3 de julio de 1941. Mayoría de tres votos. Ausente: José María Ortiz 
Tirado. Disidente: Fernando de la Fuente. La publicación no menciona el nombre del ponente.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo LXIX, Primera Sala, p. 134, Registro: 308961.
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GOLPES, CUANDO SON PUNIBLES.*

Conforme al artículo 344 del Código Penal, vigente en el Distrito Federal, para que los golpes sean cons­

titutivos del delito especial previsto en aquel precepto legal, se requiere no solamente la existencia de la 

bofetada, puñetazo, latigazo o, en general, de cualquier golpe, sino, además, que no se proporcione en 

una riña y que no cause lesión. El delito de golpes forma parte de los delitos contra el honor y no contra la 

integridad corporal de las personas como las lesiones; por tanto, siendo el golpe un delito contra el honor, 

se requiere que la intención de su autor, sea exclusivamente la de ofender y no de causar un daño 

material al sujeto pasivo de la infracción, en su integridad corporal; así es que si se prueba que el acusado 

propinó los golpes en una riña, con intención de lesionar y no con el solo ánimo de injuriar, no se compro­

baron los elementos constitutivos del delito, ni la presunta responsabilidad del acusado; y el auto de formal 

prisión que se dicte en tales condiciones es violatorio del artículo 19 constitucional.

Amparo penal en revisión 7139/36. **********. 10 de febrero de 1937. Unanimidad de cuatro votos. La publicación 
no menciona el nombre del ponente.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo LI, Primera Sala, p. 1017, Registro: 311173.
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LEGITIMA DEFENSA, EXCULPANTE DE, EN TLAXCALA.*

Para que un acusado pueda alegar la exculpante de legítima defensa del honor, es indispensable que haya 

repelido una agresión actual, inminente, violenta y sin derecho y que, además, se hayan reunido las cuatro 

condiciones específicas a que alude la parte final de la fracción VIII del artículo 34 del Código Penal de 

Tlaxcala. Ahora bien, si el acusado obró en virtud de injurias que le fueron proferidas por el ofendido, este 

hecho no justifica la exculpante de que se trata, ya que las injurias, por graves que sean, no constituyen 

una agresión, por no equivaler al acometimiento material de que es víctima una persona.

Amparo penal en revisión 1197/32. **********. 26 de enero de 1933. Unanimidad de cuatro votos. La publicación 
no menciona el nombre del ponente.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XXXVII, Primera Sala, p. 346, Registro: 313477.
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LEGITIMA DEFENSA DEL HONOR, EN CASO DE ADULTERIO.*

Por honor debe entenderse persona sin mancha, consideración absoluta, limpieza de vida cumplimiento 
absoluto del deber, respecto al semejante, pundonor en no ser disminuido. Por tanto, y teniendo en con­
sideración la realidad ambiente, la sociedad para la cual fueron promulgadas las leyes del país, la consti­
tución de la familia mexicana y la idea predominante en nuestro medio, en el sentido de que la esposa 
es la guardiana del honor conyugal, y de que cualquiera infidelidad suya, refluye directamente en el marido, 
lesiona su honra, mancha su vida y lo disminuye en el concepto social, debe admitirse que la conducta 
licenciosa observada por una esposa, lastima profundamente los sentimientos del marido y demerita su 
personalidad ante la sociedad. En esas condiciones, y tomando en cuenta que agresión es todo hecho 
de poner en peligro, por medio de un acto positivo, una situación existente, jurídicamente protegida; que 
el adulterio es un delito permanente, que no se integra por el acto carnal único; y que el esposo tiene el 
derecho, legalmente reconocido, a que su mujer le guarde fidelidad, en el caso de que una mujer casada 
tenga un amante, existe una agresión dirigida a los sentimientos del marido, a su honor, que consiste, y 
esto es de una importancia capital, no en uno o varios actos determinados que la esposa ejecuta, sino en 
todas las acciones ofensivas cometidas por la adúltera, y que, al repetirse, forman una conducta agresiva 
para la estimación y para el propio respeto del marido, así como para la buena opinión y fama a que social­
mente tiene derecho un hogar honrado. No pueden juzgarse aisladamente los actos provenientes de una 
adúltera, sino que es indispensable considerarlos encaminados directamente a afrentar a quien tan ínti­
mamente perjudican, y en este sentido, es también indudable que el modo de proceder de una mujer 
casada, que tiene relaciones adúlteras con un amante, constituye una agresión actual para el honor del 
esposo. Ese ataque tiene, así mismo, el carácter de violento, porque no puede afirmarse que la violencia 
sea solamente de carácter físico, sino que también puede ser moral, existiendo dentro de lo subjetivo, e ir 
encaminada a lastimar los sentimientos de la persona ultrajada. Nuestra legislación positiva admite vio­
lencias que no se traducen en el uso de la fuerza material, y dentro de la amplitud de los términos en que 
está concebida la fracción III del artículo 45 del Código Penal de 1929, es incuestionable que cabe la 
violencia moral en las agresiones al honor, en las cuales la fuerza empleada es generalmente de esa índole. 
Tampoco es posible dudar que los actos lesivos para el honor de un esposo ultrajado, son ejecutados sin 
derecho, ya que del contrato matrimonial derivan deberes de fidelidad, y los actos positivos de alguno de 
los cónyuges que tiendan al adulterio, constituyen una falta a esas obligaciones, que no autoriza la ley 
ni las conveniencias sociales, razón por la cual, tales hechos son ilegítimos.

Amparo penal directo 3549/31. **********. 21 de abril de 1933. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Francisco 
Barba. La publicación no menciona el nombre del ponente.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XXXVII, Primera Sala, p. 2127, Registro: 313561.
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INJURIA.*

No es necesario para que exista el delito de injurias, que las expresiones se viertan directamente a la 

persona que trata de ofenderse, siendo indudablemente mayor la gravedad de la ofensa que se causa a 

una persona, lastimándola en su honor, en público, estando ausente, que dirigiéndose a ella misma, sin 

que la escuchen terceras personas.

Amparo penal en revisión. **********. 1o. de agosto de 1922. Mayoría de ocho votos. Ausente: Adolfo Arias. 
Disidentes: Patricio Sabido y Agustín Urdapilleta. La publicación no menciona el nombre del ponente.

*	 Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XI, Pleno, p. 389, Registro: 811107.
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